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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 201  

DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual la Nación se asocia  

a la conmemoración de los 50 años de vida  
municipal de Caracolí, en el departamento  

de Antioquia.
Bogotá, D. C., 19 de marzo de 2013
Doctor
JAIME DARÍO ESPELETA HERRERA
Secretario
Comisión Cuarta Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Referencia: Ponencia para primer debate al 

Proyecto de ley número 201 de 2012 Cámara, por 
medio de la cual la Nación se asocia a la conmemora-
ción de los 50 años de vida municipal de Caracolí, en 
el departamento de Antioquia.

Señor Secretario:
De conformidad con lo establecido en el Regla-

mento del Congreso de la República, Ley 5ª de 1992, 
me permito presentar a su consideración y por su dig-
no conducto a los miembros de la honorable Comisión 
Cuarta de la Cámara de Representantes, el informe de 
ponencia para primer debate al Proyecto de ley nú-
mero 201 de 2012 Cámara,  por medio de la cual la 
Nación se asocia a la conmemoración de los 50 años 
de vida municipal de Caracolí, en el departamento de 
Antioquia.

Objeto del proyecto
1. Contenido del proyecto
El proyecto pretende que la Nación se asocie a los 

50 años de vida municipal de Caracolí, Antioquia, au-
torizando las apropiaciones presupuestales necesarias, 
para co nanciar y concurrir en obras y actividades que 
redunden en el desarrollo cultural, de interés social y 
utilidad pública para el municipio, tales como a) Plan 
Maestro de Alcantarillado; b) Pavimentación de vías 

urbanas; c) Pavimentación vía San José del Nus-Ca-
racolí; d) Adecuación Palacio Municipal; e) Construc-
ción puente vehicular La Feria; f) Adecuación red vial 
tercería rural. 

1.1 Obras 
Plan Maestro de Alcantarillado $5.000.000.000
Pavimentación de vías urbanas $3.000.000.000
Pavimentación vía San José del Nus-Caracolí $3.000.000.000
Adecuación Palacio Municipal $500.000.000
Construcción puente vehicular La Feria $400.000.000
Adecuación red vial tercería rural $1.000.000.000
TOTAL: 12.900.000.000

2. Consideraciones histórica y generales del mu-
nicipio

2.1 Antepasados
Los Tahamíes de Antioquia, fueron los primeros 

que ocuparon este territorio, entre el Porce y el Mag-
dalena, se asemejaban a los Muiscas por sus costum-
bres y estado social; ejercían una agricultura rudimen-
taria, fabricaban vasijas de barro, tejían y teñían telas 
de algodón y trabajaban el oro modelando gurillas de 
hombres y animales. 

2.2 Origen de Caracolí
Caracolí, fue fundado en 1876 por el señor Rodolfo 

Ceballos. Cuando llegaron los primeros colonos, esta 
región era rica en árboles corpulentos maderables lla-
mados caracolíes, que contribuyeron a unas mejores 
condiciones de vida para quienes abrieron por primera 
vez la trocha que serviría de asentamiento a las rús-
ticas habitaciones de cancel. Queda claro que con el 
desplazamiento de los primitivos pobladores de la ve-
reda Sardinas de la Plata hacia la pequeña hondonada, 
con características de valle boscoso; el atractivo de 
estos árboles fue el apoyo para que con el aserrío se 
construyeran las primeras viviendas. Ya como fruto de 
una larga y meditada inspiración, uno de los morado-
res, don Rodolfo Ceballos le asignó al sitio el nombre 
de Caracolí. Aquellos que llegaron por primera vez a 
esta región, supieron contemplar para su bene cio, to-
dos aquellos ejemplares y por eso lo tomaron para el 
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aserrío y construir con sus piezas de madera un ran-
cherío –40 chozas– que sirvió de albergue a las fami-
lias de los colonos y que se desplazaron de Sardinas de 
la Plata, hacia el nuevo asentamiento. Al descubrirse 
algunas minas de oro incrementó el número de habi-
tantes. Por ello en las riveras de la quebrada “La Rei-
na” y el río Nus, se montaron molinos para la explo-
tación de minas de veta, descubierta por don Rodolfo 
Ceballos en el Alto de la Reina. El primer apoyo para 
sus colonizadores lo brindó el Caracolí que hoy como 
único testigo de aquellos árboles, lo vemos encumbrar 
sobre las montañas que con orgullo sobre las líneas 
del ferrocarril, ve cómo avanza el desarrollo de nues-
tro pueblo. La existencia de un camino de herradura 
que permitió comunicar a Puerto Berrío con la ciudad 
de Medellín, pasando por el oriente antioqueño, hizo 
que se estableciera un sitio de descanso para arrieros 
y mulas en un lugar donde existía una pequeña fon-
da y que inicialmente se denominó “San Felipe de las 
Barajas”. 

Este paraje obtuvo dicho nombre a raíz de los 
diferentes juegos de azar que se ejecutaba en dicho 
albergue, entre los mismos arrieros hasta el punto de 
descargar las muladas y aparte de ello, jugaban las 
remesas que en ese entonces eran de oro y perma-
necían allí, hasta varios días. Se consolidó tanto el 
lugar y se acrecentaba tanto este tipo de juego, que 
tanto pasajeros como personas radicadas en aquella 
región, y que eran dedicadas a la minería, por la mis-
ma escasez de plata, se pagaban las apuestas con to-
tumadas de oro y por ello con el tiempo las mismas 
gentes optaron por ir cambiándole el nombre al lugar 
por el de “Sardinas de la Plata”. Crece el caserío y se 
establece un pequeño pueblo que trata de surgir ante 
las di cultades y necesidades acompañado de una 
serie de elementos culturales, fruto de las costum-
bres y hábitos de las gentes que frecuentemente por 
allí cruzaban. Se o cializa una capilla, una escuela 
y un cementerio. Con la escasez que toma el oro y 
a sabiendas de que el ferrocarril pasaría muy cerca 
de esta región, un grupo de colonos en compañía de 
don Rodolfo Ceballos y Alejo Patiño, se desplazan 
de Sardinas (tercer nombre que tomó el caserío), y se 
ubican en un pequeño valle por donde pasaría la vía 
férrea. Al encontrase con aquellos árboles, al aserrar-
los, construyeron 40 ranchos de cancel que más tarde 
arriendan a otras personas provenientes de Sardinas, 
unos para continuar el trabajo agrícola, y otros para 
dedicarse a la minería, donde se encontraron con al-
gunos frentes que los llevó a condicionar ciertos en-
tables con machines movidos por fuerza bruta. 

De igual manera se descubrieron otras minas de 
aluvión primeramente en la quebrada “La Reina”, 
el Alto de la Reina y el río Nus, en donde todavía 
se observa los botadores de las excavaciones, con 
sus respectivos cortes. No se ha podido hallar el 
acuerdo del Honorable Concejo Municipal de San 
Roque, que dio a Caracolí la categoría de corregi-
miento con el que ya figura en 1905, pero parece 
que fue eliminado ya que en 1923, por el Acuerdo 
número 19 de junio 29, se restablecía por Decreto 
número 61 del 22 de agosto de 1951, el Alcalde de 
San Roque suprimió este corregimiento, pero una 
semana después, el gobernador creaba allí una ins-
pección departamental. A medida que la población 
progresaba, crecían los anhelos de los habitantes 
para lograr la separación del municipio de San Ro-

que. El Decreto número 488 firmado por el enton-
ces Gobernador Braulio Henao Mejía, creó en 1951 
una inspección de policía. 

2.3 Vida Municipal 
De una solicitud al gobernador, rmada por 1.300 

residentes y el Concejo Municipal de San Roque, no 
vio con buenos ojos que se le fuera a privar de la parte 
más rica de su territorio. En medio de una gran expec-
tativa llegó la ordenanza 19 de noviembre 30 de 1963, 
por la cual se crea el municipio de Caracolí, la cual 
establecía que la nueva entidad tendrá vida o cial a 
partir del 1° de enero de 1964, quedando catalogada 
en segunda categoría conforme a la Ordenanza núme-
ro 33 de 1962. 

3. Consideraciones y viabilidad jurídica del pro-
yecto

3.1 Normatividad aplicable
El presente proyecto tiene como sustento constitu-

cional y legal lo consagrado en los artículos 150, 334, 
339, 341 y 345 de la Constitución Política; también lo 
consagrado en la Ley 819 de 2003, la Ley 715 de 2001 
y la Ley 1176 de 2007.

Es así como en el artículo 150 de la Constitución 
se establece en su numeral 3 que le corresponde al 
Congreso hacer las leyes y por medio de ellas ejercer 
funciones entre ellas las concernientes a la aprobación 
del Plan Nacional de Desarrollo y de inversiones pú-
blicas que hayan de emprenderse o continuarse, con la 
determinación de los recursos y apropiaciones que se 
autoricen para su ejecución, y las medidas necesarias 
para impulsar el cumplimiento de los mismos. 

De igual forma, establece en su numeral 11 que le 
corresponde al Congreso establecer las rentas nacio-
nales y los gastos de administración; esto en concor-
dancia con el segundo inciso del artículo 345 ibídem, 
el cual consagra que no se podrá hacer erogación con 
cargo al Tesoro que no se halle en el presupuesto de 
gastos.

El artículo 334 de la Constitución orienta la inicia-
tiva en el respeto de la función estatal de la dirección 
general de la economía y en su intervención por man-
dato de la ley, con el n último de promover la produc-
tividad y la competitividad y el desarrollo armónico 
de las regiones.

El artículo 339 de la Constitución, que establece 
las consideraciones, contenidos e importancia de la 
conformación de un Plan Nacional de Desarrollo, el 
cual se relaciona ya que este tipo de iniciativas buscan 
hacer explícito la necesidad de inversión en un ente te-
rritorial especí co, siendo una herramienta de análisis 
que contemplará la administración central.

El artículo 341 de la Constitución exige por parte 
del Gobierno la elaboración del Plan Nacional de De-
sarrollo.

Es así que de estas normas de orden constitucional 
se pueden establecer la exigencia del análisis econó-
mico, la participación de los entes territoriales y las 
competencias en la elaboración de la inversión y los 
gastos públicos.

La Ley 819 de 2003, por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de presupuesto, responsabilidad 
 transparencia scal,  se dictan otras disposiciones.

La Ley 715 de 2001, por la cual se dictan normas 
orgánicas en materia de recursos y competencias de 
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conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 
(Acto Legislativo número 01 de 2001) de la Constitu-
ción Política, en lo que se re ere a la creación del Sis-
tema General de Participaciones, y también se tiene en 
cuenta el artículo 102 en el sentido de restricciones a la 
presupuestación, cuando a rma que en el Presupuesto 
General de la Nación no podrán incluirse apropiacio-
nes para los mismos nes de que trata esta ley, para 
ser transferidas a las entidades territoriales, diferen-
tes de las participaciones reglamentadas en ellas, sin 
perjuicio de las apropiaciones presupuestales para la 
ejecución de funciones a cargo de la Nación con parti-
cipación de las entidades territoriales, del principio de 
concurrencia y de las partidas de co nanciación para 
programas en desarrollo de funciones de competencia 
exclusiva de las entidades territoriales.

La Ley 1176 de 2007, ya que esta modi ca la con-
formación del Sistema General de Participación.

3.2 Jurisprudencia
Teniendo presente la normatividad aplicable al pre-

sente proyecto de ley, se hace necesario también tener 
presente apartes de algunas sentencias de la honora-
ble Corte Constitucional donde establece con claridad 
que es viable que el Congreso de la República expida 
leyes en este sentido, esto ya que al respecto, se han 
tramitado proyectos similares.

De esta forma, se tiene la Sentencia C-343 de 1995, 
con Magistrado Ponente, doctor Vladimiro Naranjo 
Mesa, la Corte sostuvo que “la iniciativa parlamen-
taria para presentar proyectos de ley que decreten 
gasto p blico, no conlleva la modi cación o adición 
del Presupuesto General de la Nación. Simplemente 
esas leyes servirán de título para que posteriormente, 
a iniciativa del Gobierno, se incluyan en la Ley Anual 
del Presupuesto las partidas necesarias para atender 
esos gastos”.

En Sentencia C-360 de 1996 en lo que tiene que 
ver con el principio de la iniciativa parlamentaria en 
materia de gasto público, la Corte dijo que “Las leyes 
que decreten gasto público de funcionamiento o de in-
versión no se encuentran constitucionalmente atadas 
a la iniciativa gubernamental y, por lo tanto, no resul-
ta legítimo restringir la facultad del Congreso y de sus 
miembros, de proponer proyectos sobre las referidas 
materias, con la obvia salvedad de que la iniciativa 
de su inclusión en el proyecto de presupuesto corres-
ponde exclusiva y discrecionalmente al Gobierno”...

En lo que se re ere al tema de la co nanciación en 
Sentencia C-017 de 1997, la Corte Constitucional sos-
tuvo que esta gura era “desarrollo de los principios 
de coordinación, concurrencia y subsidiariedad (C. 
P., artículo 228), la Nación pueda en ciertos eventos 
brindar apoyo económico adicional a los municipios. 
Lo anterior, sin embargo, debe realizarse dentro del 
marco de la Ley Orgánica que distribuye competen-
cias y recursos entre la Nación y las entidades territo-
riales y siempre que, en aplicación de tales principios, 
ello sea procedente”.

Por su parte la Sentencia C-766 de 2010 nos ilus-
tra los alcances del artículo constitucional frente a las 
atribuciones dadas al legislador en la elaboración de 
la ley, menciona que dicho artículo incluye una serie 
de numerales que enuncian temas que pueden ser ob-
jeto de tratamiento por parte del legislador dentro de 
estos el decreto de honores, que a rma en una aparte 
la Corte:

“Esta clase de leyes, debe anotarse, producen efec-
tos particulares sin contenido normativo de carácter 
abstracto. Desde el punto de vista material, no crean, 
extinguen o modi can situaciones jurídicas objetivas 
y generales que le son propias a la naturaleza de la ley, 
pues simplemente se limitan a regular situaciones de 
orden subjetivo o singulares, cuyo alcance es única-
mente la situación concreta descrita en la norma, sin 
que sean aplicables inde nidamente a una multiplici-
dad de hipótesis o casos.

Pero también resalta la Corte partiendo del mismo 
artículo, las leyes por las cuales se realizan exaltacio-
nes han involucrado no sólo a ciudadanos ilustres, 
sino que se han implementado para resaltar variadas 
situaciones o acontecimientos que permite clasi car-
las en tres grandes grupos:

i) Leyes que rinden homenaje a ciudadanos;
ii) Leyes que celebran aniversarios de municipios 

colombianos, y
iii) Leyes en las cuales se celebran aniversarios de 

instituciones educativas, de valor cultural, arquitectó-
nico o, en general, otros aniversarios. 

3.3 Marco Fiscal
En lo que se re ere al Marco Fiscal, cuando las 

leyes decretan gasto público son compatibles con el 
artículo 7º de la Ley 819 de 2003, puesto que consa-
gran autorizaciones de desembolso y no son órdenes 
imperativas.

Sin embargo, es importante tener presente que des-
de la Sentencia C-502 de 2007, con M. P. Manuel José 
Cepeda, la Corte jó el alcance del artículo 7º de la 
Ley 819 de 2003, pues ha servido para declarar in-
fundadas, distintas objeciones de inconstitucionalidad 
que se ajustan a dicho artículo, declarándolas infunda-
das a causa del incumplimiento de lo establecido en la 
mencionada Ley Orgánica, donde al respecto la citada 
sentencia sostuvo que:

ESTUDIO DE IMPACTO FISCAL EN PROYEC-
TO DE LEY QUE DECRETA GASTO PÚBLICO. 
Importancia.

El artículo 7º de la Ley 819 de 2003 exige que en 
todo proyecto de ley, ordenanza o acuerdo que or-
dene gastos o conceda bene cios tributarios se ex-
plicite cuál es su impacto scal y se establezca su 
compatibilidad con el Marco Fiscal de Mediano Pla-
zo que dicta anualmente el Gobierno Nacional. Las 
normas contenidas en el artículo 7º de la Ley 819 
de 2003 constituyen un importante instrumento de 
racionalización de la actividad legislativa, con el n 
de que ella se realice con conocimiento de causa de 
los costos scales que genera cada una de las leyes 
aprobadas por el Congreso de la República. También 
permiten que las leyes dictadas estén en armonía con 
la situación económica del país y con la política eco-
nómica trazada por las autoridades correspondientes. 
Ello contribuye ciertamente a generar orden en las -
nanzas públicas, lo cual repercute favorablemente en 
la estabilidad macroeconómica del país. De la misma 
manera, el cumplimiento de los requisitos estable-
cidos en el mencionado artículo 7º ha de tener una 
incidencia favorable en la aplicación efectiva de las 
leyes, ya que la aprobación de las mismas solamente 
se producirá después de conocerse su impacto scal 
previsible y las posibilidades de nanciarlo. Ello in-
dica que la aprobación de las leyes no estará acom-
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pañada de la permanente incertidumbre acerca de la 
posibilidad de cumplirlas o de desarrollar la política 
pública en ellas plasmada.

Por las anteriores consideraciones y teniendo como 
base la frase que describe el plan municipal de Cara-
colí 2011-2015: “Unidos lo haremos mejor”, se solici-
ta a los miembros de la Comisión Cuarta de la Cámara 
de Representantes su apoyo para colaborar en el pro-
ceso de transformación que busca el municipio para 
garantizar el bienestar integral de toda la comunidad 
dentro de las posibilidades que proporciona el marco 
de la ley. 

4. Proposición 
Conforme a las anteriores consideraciones, solicito 

a la honorable Comisión Cuarta de la Cámara de Re-
presentantes, dar primer debate, sin modi caciones al 
Proyecto de ley número 201 de 2012 Cámara, por 
medio de la cual la Nación se asocia a la conmemora-
ción de los 50 años de vida municipal de Caracolí, en 
el departamento de Antioquia.

Respetuosamente,
Juan Felipe Lemos Uribe,

Ponente.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  

DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
201 DE 2012 CÁMARA

El Congreso de la República 
DECRETA: 

Artículo 1°. La Nación se asocia a la conmemora-
ción de los 50 años de vida municipal de Caracolí, en 
el departamento de Antioquia, reconoce su patrimonio 
histórico, cultural y étnico, rinde homenaje a la me-
moria de sus fundadores y exalta el espíritu patriótico 
y el trabajo de sus pobladores. 

Artículo 2°. Autorízase al Gobierno Nacional para 
que en cumplimiento y de conformidad con el artí-
culo 150 numerales 3 y 9, artículo 288, artículo 200 
numeral 3, artículo 341 y artículo 366 de la Constitu-
ción Política, incluya en el Presupuesto General de la 
Nación las partidas presupuestales para la realización 
de las siguientes obras de Interés Social, Cultural y 
Desarrollo Sostenible, en el municipio de Caracolí: 

• Plan Maestro de Alcantarillado. 
• Pavimentación de vías urbanas. 
• Pavimentación vía San José del Nus-Caracolí. 
• Adecuación Palacio Municipal. 
• Construcción puente vehicular La Feria. 
• Adecuación red vial tercería rural.
Artículo 3°. La Nación erigirá un monumento a 

los fundadores en conmemoración de los 50 años, y 
lo colocará con una placa conmemorativa en el parque 
principal del municipio. 

Artículo 4. Autorízase a la Asamblea Departamen-
tal de Antioquia para la creación de una estampilla 
conmemorativa de los 50 años de Caracolí, según di-
seños aprobados por la Mesa Directiva del Concejo 
Municipal.

Artículo 5°. Radio y Televisión de Colombia. 
RTVC, producirá un programa de televisión y radio, 
que será transmitido por el Canal Institucional y Se-
ñal Colombia y la Radiodifusora Nacional, sobre los 
principales aspectos culturales, sociales, deportivos y 
turísticos del municipio.

Artículo 6°. Esta ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación.

Respetuosamente,
Juan Felipe Lemos Uribe,

Ponente.
* * *

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

228 DE 2012 CÁMARA
por la cual la Nación declara patrimonio históri-
co y cultural de la Nación al municipio de Charalá  
del departamento de Santander, exaltando su aporte  

a la Gesta Libertadora de Colombia.
Doctor
JUAN FELIPE LEMOS URIBE
Presidente
Comisión Cuarta Constitucional Permanente
Honorable Cámara de Representantes
Ciudad.
Referencia: Ponencia para primer debate al 

Proyecto de ley número 228 de 2012 Cámara.
Respetado señor Presidente:
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 156 

de la Ley 5ª de 1992, con toda atención, me permito 
presentar informe de ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número 228 de 2012 Cámara, por 
la cual la Nación declara patrimonio histórico y cul-
tural de la Nación al municipio de Charalá, del depar-
tamento de Santander, exaltando su aporte a la Gesta 
Libertadora de Colombia, para lo cual fui designado 
por la Mesa Directiva de la Comisión Cuarta Consti-
tucional Permanente de la Corporación, ponencia que 
se sustenta en los siguientes términos:

Antecedentes
El honorable Representante Hólger Horacio Díaz 

Hernández, Representante a la Cámara del depar-
tamento de Santander, presentó a consideración del 
Congreso de la República el Proyecto de ley número 
228 de 2012 Cámara, cuyo objeto es declarar Patri-
monio Histórico y Cultural de la Nación al municipio 
de Charalá del departamento de Santander, exaltado 
su aporte a la Gesta Libertadora de Colombia.

Fundamento de la ponencia
La iniciativa en estudio consta de cinco (5) artí-

culos que tienen como fundamento declaratoria de 
Charalá, como “Patrimonio Histórico y Cultural de 
la Nación”, por su valioso aporte a las luchas inde-
pendentistas del siglo XIX (artículo 1°); autorizar al 
Gobierno Nacional conforme a los lineamientos del 
Marco Fiscal de Mediano Plazo, incorporar las Parti-
das Presupuestales para concurrir a la nalización de 
las siguientes obras de utilidad pública y de interés 
social e histórico para el municipio de Charalá, en el 
departamento de Santander: 

a) Diseño y construcción del Parque Temático Li-
neal, como un complejo turístico, cultural e histórico 
donde se recreen los acontecimientos con los que Cha-
ralá contribuyó a la Gesta Libertadora; 

b) Restauración de la Casa de la Cultura “José Ace-
vedo y Gómez”, donde reposa la memoria histórica de 
Charalá; 
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c) Restauración de la Casa Consistorial del res-
guardo;

d) Compra y Restauración de la Casa de “José An-
tonio Galán Zorro (…) (artículo 2°). Autorización al 
Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Cultu-
ra, para asesorar y apoyar a la Gobernación de San-
tander y al municipio de Charalá en la elaboración, 
tramitación, ejecución y nanciación de los proyectos 
de patrimonio material, e inmaterial; de remodela-
ción, recuperación y construcción de los monumen-
tos e infraestructura cultural e histórica del municipio 
de Charalá, de conformidad con las normas vigentes 
(artículo 3º), autorización al Gobierno Nacional, la 
Gobernación de Santander y el municipio de Charalá 
para impulsar y apoyar ante otras entidades públicas o 
privadas, nacionales o internacionales, la obtención de 
recursos económicos adicionales o complementarios a 
las que se autorizaren apropiar en el Presupuesto Ge-
neral de la Nación de cada vigencia scal, destinadas 
al objeto que se re ere la presente ley (artículo 4º); 
vigencia (artículo 5º). 

Conveniencia del proyecto
Debido a la importancia del proyecto de ley en es-

tudio, traemos a colación la Exposición de Motivos, 
expresada por el autor, el honorable Representante 
Hólger Horacio Díaz Hernández:

“Presento para consideración de los honorables 
miembros del Congreso de la República el presente 
proyecto de ley, mediante el cual se pretende hacer un 
reconocimiento y exaltación al municipio de Charalá 
del departamento de Santander por su importante con-
tribución en materia histórica y cultural a la consecu-
ción de la libertad nacional a través de hitos decisivos 
para la conformación del Estado colombiano, como 
los siguientes:

a) La Revolución de los Comuneros, del 16 de mar-
zo de 1781, con su caudillo José Antonio Galán Zorro;

b) El Grito de Independencia del 20 de Julio de 
1810, con el tribuno del pueblo, José Acevedo y Gó-
mez;

c) La Batalla del Pienta del 4 de agosto de 1819 
y convertida en un sacri cio colectivo de charaleños.

Antecedentes
Esta no es la primera vez que se presenta, para 

la consideración del Congreso de la República, una 
iniciativa de ley que busque declarar al municipio 
de Charalá como Patrimonio Histórico de la Nación. 
En el período legislativo pasado, el honorable Sena-
dor Bernabé Celis Carrillo, radicó el Proyecto de ley 
número 219 de 2009 Senado, por la cual la Nación, 
al cumplirse el Bicentenario de la Independencia, se 
asocia, exalta y rinde homenaje al municipio de Cha-
ralá, departamento de Santander, por su aporte a la 
Gesta Libertadora con la Batalla del Pienta, y por ser 
cuna del prócer y Tribuno del Pueblo, Don José Ace-
vedo y Gómez.

Después de su aprobación en la Comisión Cuarta 
Constitucional Permanente y en la Plenaria del Sena-
do de la República con Ponencia Positiva del honora-
ble Senador Juan Carlos Restrepo Escobar, el proyec-
to fue trasladado a la Comisión Cuarta de la Cámara 
de Representantes, hasta el 18 de enero de 2011, con 
el número 167 de 2010 Cámara, siendo designado Po-
nente el honorable Representante a la Cámara Mario 
Suarez Flórez. Dicha iniciativa también fue aprobada 

en esta célula congresional el pasado 4 de mayo de 
2011 y enviado a Secretaría General para la corres-
pondiente aprobación en la Plenaria de la Cámara de 
Representantes.

Sin embargo, el proyecto en mención fue Archiva-
do en la Plenaria de conformidad con el artículo 190 
de la Ley 5ª de 1992: “ningún proyecto será conside-
rado en más de dos legislaturas”.

Así pues, atendiendo a la importancia de la inicia-
tiva, las repercusiones para el municipio de Charalá y 
con el ánimo de recuperar el valor histórico aportado 
para la Nación, me permito presentar nuevamente este 
proyecto con algunas modi caciones, haciéndole tri-
buto a los héroes y sucesos que nacieron de este mu-
nicipio, llamado la cuna de la libertad de América1.

Consideraciones históricas
El territorio donde hoy se erige el municipio de 

Charalá fue descubierto por el conquistador español 
Martín Galeano en el año 1540, siendo Gobernante del 
Nuevo Reino de Granada Don Gonzalo Jiménez de 
Quesada. El municipio fue fundado como parroquia, 
por Don Diego de Vargas Sotomayor y otros, el 10 
de diciembre de 1701, bajo la advocación de Nuestra 
Señora de Monguí.

El nombre, al parecer, tiene origen en la palabra 
Chalalá, que en lengua Guane signi ca “Arboleda en 
medio de dos ríos”, nombre que los españoles trans-
forman en Charalá. Los indios Guanes, sus primiti-
vos habitantes, tuvieron un desarrollo similar al de los 
Muiscas o Chibchas, estaban dedicados al arte de tejer 
prendas en algodón, que comercializaban con aborí-
genes del altiplano cundiboyacense por sal y especias.

Los aportes de Charalá a la historia de Colombia 
se extienden a las gestas heroicas de La Revolución 
de los Comuneros con el insigne Capitán José Anto-
nio Galán, junto a José Acevedo y Gómez (el Tribuno 
del Pueblo), María Antonia Santos Plata, Elena Rosa-
lía Santos Rosillo, Fernando Santos Plata, Fernando 
Arias Nieto, en la célebre “Batalla del Pienta”. Ade-
más, resulta obligatorio destacar otros destacados per-
sonajes como el médico Antonio Vargas Reyes y Flo-
rentino González Vargas político, periodista, abogado, 
hombre público y catedrático, que sin duda alguna han 
contribuido al desarrollo del país en sus respectivos 
campos.

Charalá, Coromoro y Cincelada conforman una 
trilogía histórica y geográ ca, que de ne, consolida 
y a anza la estructuración de una cultura que posee 
características muy particulares como lo es la voca-
ción agrícola, el amor por su terruño, la defensa de 
las libertades individuales y la lucha permanente por 
alcanzar con su esfuerzo la equidad y la justicia entre 
sus conciudadanos.

Este proyecto de ley, en síntesis, busca retribuir-
le al municipio de Charalá su contribución a la Gesta 
Libertadora que sirvió sin lugar a dudas para la conso-
lidación del movimiento independentista colombiano 
a través de los hechos que tuvieron lugar en su territo-

1 PROYECTO DE LEY NÚMERO 167 DE 2010 CÁ-
MARA, 219 DE 2009 SENADO, por la cual la Nación 
al cumplirse el Bicentenario de la Independencia, se 
asocia, exalta y rinde homenaje al municipio de Chara-
lá, departamento de Santander, por su aporte a la gesta 
libertadora con la Batalla del Pienta, y por ser la cuna 
del prócer y Tribuno del Pueblo, Don José Acevedo y 
Gómez.
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rio, el sacri cio de sus habitantes y de los personajes 
históricos oriundos del municipio, claves en todo el 
proceso y lucha por la disolución del yugo español. 

Fue en Charalá donde tuvo lugar la primera pro-
testa scal en el año 1724, en la que los charaleños se 
opusieron al nombramiento de Don Juan de Vargas, 
quien venía a imponer mayores tributos. También tu-
vieron lugar allí los primeros levantamientos y rebe-
liones que anteceden y capitalizan el inconformismo 
contra las autoridades españolas por el maltrato a los 
nativos Chalalaes, y las exacciones tributarias a los 
criollos para sostener la guerra de España contra In-
glaterra, durante los años 1774, 1775, 1779 y 1780. 

“Batalla del Pienta”, Charalá, 4 de agosto de 
1819

La fortaleza del pueblo Charaleño, en la época de 
la independencia contribuye a la causa del Libertador 
Simón Bolívar, a través de una gesta histórica que en-
orgullece a quienes habitan esta comarca. Se trata de la 
“Batalla del Pienta”, ocurrida el 4 de agosto de 1819, 
donde el pueblo charaleño se enfrentó a las tropas es-
pañolas dirigidas por el Coronel Lucas González, que 
acudían presurosas a reforzar las tropas de Barreiro en 
el Puente de Boyacá el 7 de agosto de 1819.

Vale la pena recordar este acto heroico del pueblo 
charaleño y los municipios vecinos, pues constituye 
el hecho esencial, por el cual se busca dar trámite a 
esta iniciativa de ley. Si bien es cierto, que “fuimos los 
criollos y no los españoles, los derrotados en Pienta”2 
no se puede borrar de la historia esta cruenta y dolo-
rosa batalla ni dejarse de considerar valiosa para la 
construcción de la Nación colombiana. 

La génesis de este acto heroico se remonta a la épo-
ca de “El paci cador” Don Pablo Morillo, quien reto-
ma el poder e implanta la autoridad del rey de España. 
Charalá y los pueblos circunvecinos levantan su voz 
en contra del régimen, formándose de inmediato las 
milicias que harían frente a los invasores. El capitán 
Don Fernando Santos Plata formó un valeroso grupo 
de patriotas, cuyo centro de operaciones fue la Hacien-
da de “El Hatillo”, propiedad de sus padres, en el hoy 
municipio de Coromoro y la Hacienda “La Mina” que 
años más tarde pasaría a ser propiedad del tatarabuelo 
del doctor Eduardo Santos, ex Presidente de Colom-
bia. Doña María Antonia Santos Plata, hermana del 
Capitán Fernando Santos Plata, cobijó bajo el techo de 
su casa y patrocinó a las milicias insurgentes. Grandes 
dolores de cabeza dieron los patriotas a los españolas 
en encuentros y ataques, siendo esta milicia la más nu-
merosa y mejor organizada en la Nueva Granada. 

En julio de 1819 fue delatada Doña María Antonia 
Santos Plata, siendo apresada y llevada al Socorro. El 
28 de julio de 1819, en el Socorro, fue ejecutada en 
compañía de dos de sus compañeros de lucha. Este 
mismo día las tropas de la libertad se toman a Chara-
lá. Participan con Charalá en esta acción los pueblos 
de Coromoro, Ocamonte, Cincelada, Riachuelo y En-
cino, que se identi can con banderas creadas por las 
milicias. 

El General Bolívar, en desarrollo del plan estraté-
gico de la Campaña Libertadora, ordena al Coronel 

2 Recuento de la Historia de Charalá. Encontrado en línea
 h t t p : / / w w w. h o t e l c a c i q u e c h a l a l a . c o m / i n d e x .

php?option=com_content&view=article&id=5&Itemid
=10)

Antonio Morales trasladarse a Charalá, con el cargo 
de Gobernador de la Provincia con 140 fusiles y una 
tropa, para reforzar las Guerrillas Patrióticas de Cha-
ralá  y organizar la defensa de la plaza. El Coronel 
José María Barreiro, comandante de la Tercera Divi-
sión Española, había tomado posición en el Alto del 
Espino o Loma Bonita, jurisdicción de Paipa, Boyacá, 
en la con uencia de los caminos que de Tunja condu-
cen al Socorro.

El plan táctico del Coronel Barreiro consistía en 
atacar al General Bolívar, con quien se había enfren-
tado ya en el Pantano de Vargas, y quien se hallaba 
acampado con su ejército, sobre la margen derecha 
del río Sogamoso. Con ese n ordenó incorporar a 
su división la artillería en Santafé, las compañías de 
Numancia que estaban en el cuartel de Tunja. Ordenó 
al mismo tiempo al Gobernador del Socorro, Capitán 
Lucas González, que con todas las fuerzas disponibles 
se dirigiera por los páramos de Cerinza para atacar la 
Retaguardia del Ejército Patriota.

Desde el 29 de julio, día siguiente al fusilamiento 
de Antonia Santos, el Capitán Lucas González había 
partido con más de mil soldados hacia Tunja a reforzar 
el ejército realista de Barreiro. Enterado en Oiba de la 
sublevación en Charalá se dirige hacia allá a dispersar 
las partidas de rebeldes y a exterminar la rebelión para 
luego, seguir a Tunja. 

El Capitán Lucas González llegó a Charalá a la ma-
drugada del día 4 de agosto de 1819 y al despuntar 
los primeros rayos, comienza una de las batallas más 
cruentas de nuestra independencia: las aguas se tiñen 
de rojo, muchos hombres caen bajo el poder del ave-
zado militar que logra cruzarlo. Su vanguardia avanza 
hacia el pueblo, se generaliza la batalla y se difunde 
casa por casa y calle por calle. Las milicias del Capi-
tán Fernando Santos Plata conformadas por un ejército 
de labriegos, armados con machetes, piedras y mazos, 
son vencidas. La soldadesca se dedica al asesinato, la 
tortura, el incendio y los vejámenes. 

Los relatos que sobre esta lucha desigual hacen 
los historiadores dan cuenta de que el saqueo y el de-
güello son uno sólo. No se salvaron los ancianos, ni 
mujeres, ni niños, quienes se habían resguardado en 
el recinto de la iglesia y el cementerio, con la vana 
esperanza de que estos lugares fueran respetados. Por 
lo contrario, fueron atacados y masacrados. Allí cayó 
la niña Helenita Santos Rosillo, de tan solo trece años 
de edad, sobrina de doña Antonia Santos, quien fue 
mancillada dentro de la sacristía y tratando de escapar 
cae atravesada de un certero balazo3. 

El Capitán Lucas González ordena que a los prisio-
neros se les asesine colgándolos de los balcones de las 
casas, unos del cuello, otros de los pies, y que a otros 
se les torture cortándoles las orejas, la nariz, sacándo-
le los ojos, abriéndoles el vientre estando amarrados 
a los troncos de los árboles de la plaza y fusilando a 
muchos en las calles. Las mujeres fueron abusadas y 
luego asesinadas, algunas viviendas saqueadas e in-
cendiadas con sus habitantes adentro.

Se oyeron por todo el pueblo gritos desgarradores 
y lamentos de muerte y se vieron muchos cuerpos des-

3 LA BATALLA PERDIDA del Historiador charaleño, Ál-
varo Sarmiento Santander, ganadora de la Convocatoria 
del Bicentenario 2010.
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trozados, devorados por los cerdos, los perros y los 
buitres, en macabro festín y bestial ritual funerario, 
cuyo destino infeliz fueron sus carnes y sus órganos. 

“Charalá parecía un cementerio lleno de cadáve-
res destrozados, ruinas y lamentos”.

Pasaban las horas y el Coronel Barreiro no se mo-
vía de su posición y miraba constantemente hacia el 
camino real. El General Bolívar observaba atento, los 
movimientos enemigos. Al caer la tarde de aquel día 4 
de agosto de 1819, le llegó la noticia al General Bolí-
var, de que el Capitán Lucas González había logrado 
vencer la resistencia del puente y avanzaba a sangre y 
fuego hacia la población, dejando tras de sí, muchos 
muertos y heridos; que había combates en las calles, 
en las esquinas, en las casas y que las gentes ya ma-
yores, trataban de defenderse con machetes, piedras y 
chuzos de caña brava.

El General Bolívar, al conocer esa misma tarde 
la noticia, ordena el primer movimiento hacia Paipa 
y a las ocho de la noche, el segundo movimiento de 

anqueo oculto por el camino de Toca, hacia Tunja. 
Este movimiento es considerado por los historiadores, 
como el estelar de la guerra, porque fue el que selló el 
éxito de la Campaña Libertadora, como lo a rmara el 
General Francisco de Paula Santander: 

“Nos dirigimos a marchas forzadas a la ciudad de 
Tunja por el camino de Toca, dejando a nuestra espal-
da todo el ejército enemigo. Esta operación atrevida, 
meditada y ejecutada mejor, es sin disputa la que selló 
el éxito de nuestra campaña”.

De esta manera, la ayuda de las guerrillas fue de-
cisiva para el triunfo de los patriotas en Boyacá y la 
culminación de la Independencia. Y, el hecho es que 
el Capitán González ocupado en la Batalla del Pienta, 
no pudo cumplir su cita con Barreiro, lo cual incidió 
en que Bolívar también pudiera ganar la Batalla de 
Boyacá. 

Con el ánimo de hacer aún más explícita la rele-
vancia de esta Batalla del Pienta y las consecuencias 
que tuvo para la posterior Batalla de Boyacá, se resal-
tan los interrogantes de varios historiadores quienes 
sustentan la tesis de que si no hubiera sido por la ocu-
rrencia de dicho evento en Charalá (aunque se haya 
perdido), la suerte de Bolívar, Santander y Anzoátegui 
hubiese sido distinta y habría sido la historia de la In-
dependencia de Colombia.

• ¿Qué hubiera pasado si en Charalá no enfrentan 
con heroísmo al capitán Lucas González?

• ¿Qué habría sido del Ejército Libertador, exte-
nuado después de la Batalla del Pantano de Vargas, si 
en la tarde del 7 de agosto se enfrenta a las tropas de 
Barreiro aumentadas con las de González?4

• ¿Cuál habría sido la suerte de Colombia si en vez 
de Barreiro y sus o ciales, los prisioneros hubieran 
sido Bolívar, Santander y Anzoátegui? “Otra sería 
nuestra historia si aquel ejército de labriegos, armados 
con machetes, piedras y mazos, no hubiera impedido 
la cita del capitán González con Barreiro”5.

• ¿Qué hubiera pasado si el ejército de don Lucas 
González, con más de mil hombres hubiera engrosa-

4 Horacio Rodríguez Plata: La antigua provincia del Soco-
rro y la Independencia.

5 RECORRIDO POR LAS BRAVAS TIERRAS DE CHA-
RALÁ: Diego Andrés Rosseli Cock / Especial para Por-
tafolio.  

do las tropas del Coronel Barreiro? Quizás la victoria 
patriota no se hubiera dado el 7 de agosto en Boyacá. 

Este gran triunfo se debe sin duda a las vidas y 
sangre derramada en Charalá, tres días antes6. 

Entonces se comprende que la Batalla del Pienta 
es LA BATALLA DE LA LIBERTAD, así se haya 
perdido militarmente; porque de las batallas perdidas 
también brotan las victorias. Este es el mérito de los 
guerreros de la Libertad, que aquel día lucharon hasta 
morir, para que la Patria viviera. En ese sentido, vale 
indudablemente la pena hacer este reconocimiento de-
clarando a Charalá Patrimonio Histórico de la Nación, 
en aras de conservar también su legado, valores y con-
tribución a lo que hoy somos en el país.

“Hay pueblos que luchan y se rinden; hay pueblos 
que se rinden sin luchar, pero hay pueblos que luchan 
y resisten sin rendirse jamás, ese fue el pueblo de Cha-
ralá”.

La hazaña del Pienta lleva más de 190 años perdida 
en la memoria de la mayoría de los colombianos e in-
cluso de los santandereanos, por lo tanto, es importan-
te la aprobación de este proyecto para rendir homenaje 
a este municipio, a su gente y a su invaluable contribu-
ción para la libertad y honor de Colombia. 

Durante mucho tiempo, los laureles y el reconoci-
miento se lo han llevado otros municipios de la región 
en detrimento de los honores y verdadero lugar que 
merece Charalá, dada la corriente de sangre y valor 
que derramó y demostró para la consecución de la li-
bertad y autodeterminación nacional. Manuel Gómez 
Ariza, en su columna Historias Socorranas del perió-
dico la Zigarra, también de ende esta tesis y abier-
tamente sostiene en ella que “se inclina y se quita el 
sombrero por los charaleños, pero también por los de 
Coromoro, Ocamonte, Sincelada, Riachuelo y Encino, 
pues sin su concurso no habría sido posible la Gran 
Gesta Libertadora”.

JOSÉ ANTONIO GALÁN ZORRO “El Gran 
Capitán”. Su gura representa el coraje y la determi-
nación en la lucha por la justicia social de la época.

REVOLUCIÓN DE LOS COMUNEROS. El 
prócer charaleño José Antonio Galán Zorro, fue quien 
levantó la antorcha de la temprana y truncada inde-
pendencia; condenado como insurgente y enviado pre-
so a Cartagena en 1779, se escapa para gestar y liderar 
política y militarmente el gran Movimiento Comunero 
del 16 de marzo de 1781, que tuvo connotaciones de 
carácter internacional, dado que este movimiento se 
constituyó en inspirador de la Revolución Francesa y 
fue tomado como modelo de lucha social en todo el 
mundo.

La traición lo llevó al cadalso y a ser descuartizado 
en Santafé de Bogotá el 1º de febrero de 1782. Este es 
un aparte de la sentencia:

“Condenamos a José Antonio Galán a que sea sa-
cado de la cárcel, arrastrado y llevado al lugar del su-
plicio, donde sea puesto en la horca hasta cuando na-
turalmente muera; que, bajado, se le corte la cabeza, 
se divida su cuerpo en cuatro partes y pasado por la 
llamas (para lo que se encenderá una hoguera delante 
del patíbulo); su cabeza será conducida a Guaduas, 
teatro de sus escandalosos insultos; la mano derecha 
puesta en la plaza del Socorro, la izquierda en la villa 

6 GRITO DE LIBERTAD del historiador Édgar Cano 
Amaya.
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de San Gil; el pie derecho en Charalá, lugar de su 
nacimiento, y el pie izquierdo en el lugar de Mogo-
tes; declarada por infame su descendencia, ocupados 
todos sus bienes y aplicados al sco; asolada su casa 
y sembrada de sal, para que de esa manera se dé ol-
vido a su infame nombre y acabe con tan vil persona, 
tan detestable memoria, sin que quede otra que la del 
odio y espanto que inspiran la fealdad y el delito”.

DON JOSÉ ACEVEDO Y GÓMEZ “El Tribuno 
del Pueblo”. 

GRITO DE INDEPENDENCIA DEL 20 DE JU-
LIO DE 1810

Charaleño, nombrado en 1808, Regidor Perpetuo 
del Cabildo de Santafé. Junto con Don Lorenzo Plata 
Martínez, de Barichara, y Don Miguel Tadeo Gómez, 
de San Gil, planeó el alzamiento del 10 de julio en el 
Socorro, que culminó con el grito de independencia 
del 20 de julio de 1810. Su participación fue deci-
siva en el cabildo abierto del 20 de julio de 1810. 
Profundamente célebre por su oratoria y sus arengas 
contra el mal gobierno, la esclavitud y los derechos 
del pueblo. Con su voz enérgica aglutinó a un pueblo 
sediento de libertad. Su discurso avivó la necesidad 
de aprovechar el momento para organizarse como 
gobierno autónomo:

“Si perdéis estos momentos de efervescencia y ca-
lor, si dejáis escapar esta ocasión única y feliz, antes 
de doce horas seréis tratados como insurgentes: ved 
[señalando las cárceles] los calabozos, los grillos y 
las cadenas que os esperan”.

Con su pensamiento y pluma redactó el Acta de la 
Independencia del 20 de Julio de 1810 y constituyó la 
Junta Suprema de Gobierno. Su genialidad fue deter-
minante para que el pueblo no se desbordara y cayera 
en un simple tumulto donde indudablemente el atro-
pello, el saqueo y el crimen reinarían impunemente7.

MARÍA ANTONIA SANTOS PLATA.
HEROÍNA DE LA INDEPENDENCIA DE CO-

LOMBIA
Bautizada en Pinchote, el 11 de abril de 1782. Su 

niñez y juventud fue en la Hacienda de El Hatillo del 
municipio de Coromoro (Santander). María Antonia 
se formó en un ambiente de rebeldía y descontento. Su 
familia se vinculó fervorosamente a la lucha en favor 
de la emancipación del Nuevo Reino de Granada. En 
esta época se conformaron las guerrillas patriotas para 
luchar contra los españoles realistas que combatieron 
el Régimen del Terror y apoyaron al ejército patriota 
en la Campaña Libertadora de 1819. La guerrilla de 
Coromoro o de Santos fue la primera que se organi-
zó en la Provincia del Socorro para luchar contra los 
invasores españoles; fue la más organizada y la que 
peleó más bravamente durante los tres años de la Re-
conquista. Esta guerrilla fue organizada y sostenida 
por Antonia Santos Plata y tuvo como centro de ac-
tividades su hacienda El Hatillo. Ella creó una red de 
espías que estaban al servicio de la tropa.

La guerrilla de Coromoro contribuyó con la Batalla 
del Pienta en Charalá al triunfo de la batalla del Puente 
de Boyacá. El 12 de julio de 1819 Doña María Anto-
nia Santos Plata, fue apresada en la hacienda de El Ha-
tillo por el destacamento militar español, comandado 

7 El Tribuno de 1810. León Gómez, Adolfo. Biblioteca de 
Historia Nacional, Vol. VII. Academia Colombiana de 
Historia. Bogotá, Imprenta Nacional, 1910. 

por el capitán Pedro Agustín Vargas. Con ella también 
fueron aprehendidos su hermano menor Santiago, su 
sobrina Helena Santos Rosillo y dos esclavos de la he-
roína, y llevados al Socorro, donde fueron encerrados 
en los calabozos de la cárcel.

Tras breve sumario, el 16 de julio de 1819, fue dic-
tada la sentencia de muerte para Antonia Santos y los 
próceres Isidro Bravo y Pascual Becerra, como ene-
migos de la causa del rey y reos de lesa majestad. El 
27 de julio fueron puestos en capilla los condenados 
a muerte. El 28 de julio, a las diez y media de la ma-
ñana, tres días después de la batalla del Pantano de 
Vargas, Antonia Santos fue llevada al cadalso, ubica-
do en un ángulo de la plaza del Socorro, junto con 
sus compañeros Pascual Becerra e Isidro Bravo. A la 
heroína la acompañó su hermano Santiago Santos, a 
quien le entregó sus alhajas de oro y su testamento; 
al o cial que mandaba la escolta le obsequió el anillo 
que llevaba puesto. Un sargento la ató al patíbulo y le 
vendó los ojos, se dio el redoblante y la escolta hizo 
fuego, consumándose así su muerte, como ejemplo del 
martirologio patrio para la posteridad8. 

Consideraciones constitucionales
Al preparar el proyecto de ley, se comparte ple-

namente el criterio del Ministerio de Hacienda, en el 
sentido de que la actividad legislativa debe armonizar-
se con las posibilidades scales de la Nación siempre 
y cuando se cumplan las siguientes condiciones:

1. Que exista una ley que decrete un gasto.
2. Que sea posible la intervención de la Nación en 

el tipo de proyecto que en la ley se determine, o en su 
defecto, que se trate de una partida de co nanciación 
para programas en desarrollo de funciones de compe-
tencia exclusiva de las entidades territoriales.

3. Que no señale el monto del gasto que va a ser 
intervenido por la Nación, ya que habría interferen-
cia con la competencia del ejecutivo para programar y 
presentar su propio presupuesto.

4. Que no se recorte la facultad constitucional del 
Presidente de la República para la celebración de con-
tratos que le correspondan, llegando inclusive a deter-
minar los elementos principales del contrato, como el 
objeto, los sujetos y el precio, sin mediar la iniciativa 
preceptuada constitucionalmente.

Lo anterior supone que el texto del articulado del 
proyecto de ley en estudio se adapta a estos requisitos 
y existe oportunidad de hacerlo dentro del trámite que 
debe seguir el mismo; que no se presenta ningún in-
conveniente para que la Comisión correspondiente dé 
su aprobación a la totalidad del articulado, por consi-
derar que el mismo sigue los parámetros señalados por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Sobre el particular es conveniente señalar que se 
encuentra claramente establecida la facultad del Con-
greso de la República para que, conforme al artículo 
288 de la Constitución Política, tal como se plantea en 
este proyecto de ley, se autorice al Gobierno Nacional 
para que, bajo los parámetros de coordinación, concu-
rrencia y subsidiariedad, mediante el sistema de co -
nanciación, participe en la nanciación y ejecución de 
proyectos de inversión.

8 Javier Ocampo López. Gran Enciclopedia de Colombia 
del Círculo de Lectores, tomo de biografías.
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En el presente proyecto de ley se autoriza al Go-
bierno Nacional para que incorpore dentro del Pre-
supuesto General de la Nación, a través del sistema 
nacional de co nanciación, partidas presupuestales 
necesarias a n de adelantar obras de utilidad pública, 
de interés social, cultural, histórico y turístico en el 
municipio de Charalá. 

Respecto a estas iniciativas las cuales decretan gas-
to público, la Corte Constitucional se ha pronunciado 
estableciendo que el Congreso de la República tiene 
iniciativa en materia de gasto público, así lo establece 
en la Sentencia C-324 de 1997 en los siguientes tér-
minos:

“La Constitución tal y como lo ha señalado esta 
Corporación, atribuye competencias diferenciadas a 
los órganos del Estado según los diversos momentos 
de desarrollo de un gasto público. (...) es necesario 
distinguir entre una ley que decreta un gasto y la ley 
anual del presupuesto, en la cual se apropian las 
partidas que se considera que deben ser ejecutadas 
dentro del período scal respectivo. Así, esta Corte ha 
señalado que, salvo las restricciones constitucionales 
expresas, el Congreso puede aprobar leyes que com-
porten gasto público. Sin embargo, corresponde al 
Gobierno decidir si incluye o no en el respectivo pro-
yecto de presupuesto esos gastos, por lo cual no puede 
el Congreso, al decretar un gasto, ordenar traslados 
presupuestales para arbitrar los respectivos recursos. 
Por ende, el escrutinio judicial para determinar si en 
este aspecto una ley es o no constitucional consiste en 
analizar si la respectiva norma consagra un manda-
to imperativo dirigido al ejecutivo, caso en el cual es 
inexequible, o si, por el contrario, se trata de una ley 
que se contrae a decretar un gasto público y, por lo 
tanto, a constituir un título jurídico su ciente para la 
eventual inclusión de la partida correspondiente, en 
la ley de presupuesto, evento en el cual es perfecta-
mente legítima”.

El presente proyecto de ley se limita a autorizar al 
gobierno para que incluya el gasto en el proyecto de 
presupuesto. En efecto, la expresión “Autorícese”, no 
impone un mandato al gobierno, simplemente busca 
habilitar al Gobierno Nacional para efectuar las apro-
piaciones presupuestales necesarias, que no es otra 
cosa que autorizarlo, en los términos del artículo 346 
de la Carta, para incluir el respectivo gasto en el pro-
yecto de la ley de presupuesto.

Por las anteriores consideraciones solicito a los 
honorables congresistas analizar y dar viabilidad al 
proyecto de la referencia, el cual dará lugar a un acto 
de justicia social con el pueblo charaleño y permitirá 
el desarrollo armónico de una comunidad que le ha 
dado grandes satisfacciones a la patria, tal como que-
da demostrado en el contexto histórico que hace parte 
del presente proyecto de ley”. (Exposición de Motivos 
Proyecto de ley número  228 de 2012 Cámara).
FACULTAD DE LOS CONGRESISTAS EN LA 
PRESENTACIÓN DE ESTE TIPO DE INICIATIVA 
LEGISLATIVA (CONSTITUCIONAL Y LEGAL)

Nuestro sistema constitucional y legal es permisi-
vo con los miembros del Congreso de la República, 
ya que lo faculta para la presentación de proyectos de 
ley y/o acto legislativo, cosa contraria de lo que ocu-
rre con otros Sistemas Constitucionales, donde solo 
se pueden presentar iniciativas legislativas a través de 
Bancadas.

a) Aspectos constitucionales
Los artículos 150, 154, 334, 341 y 359 N. 3, supe-

riores se re eren a la competencia por parte del Con-
greso de la República de interpretar, reformar y dero-
gar las leyes; a la facultad que tienen los miembros 
de las Cámaras Legislativas de presentar proyectos de 
ley y/o acto legislativo; lo concerniente a la dirección 
de la economía por parte del Estado; la obligación del 
Gobierno Nacional en la elaboración del Plan Nacio-
nal de Desarrollo; y la prohibición constitucional de 
que no habrá rentas nacionales de destinación especí-

ca, con excepción de las contempladas en el numeral 
3 del artículo 359 Constitucional.

b) Aspectos legales
La Ley 5ª de 1992 (Reglamento Interno del Con-

greso) dispone en su artículo 140, que la iniciativa 
legislativa puede tener su origen en las Cámaras Le-
gislativas, y en tal sentido, el mandato legal, dispone:

“Artículo 140. Iniciativa Legislativa. Pueden pre-
sentar proyectos de ley:

1. Los Senadores y Representantes a la Cámara in-
dividualmente y a través de las bancadas.

Una vez analizado el marco constitucional y legal 
de la iniciativa parlamentaria, y llegados a la conclu-
sión de que el Proyecto de ley número 228 de 2012 
Cámara, se encuentra enmarcado dentro del ámbito 
de la Constitución y la ley; el Congreso de la Repúbli-
ca, no invade órbitas ni competencias de otras Ramas 
del Poder Público, en especial las que le corresponden 
al Ejecutivo en cabeza del Gobierno Nacional.

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS  
DE LA INICIATIVA EN ESTUDIO  

EN EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA
El Proyecto de ley número 228 de 2012 Cámara, 

fue presentado a consideración del Congreso de la Re-
pública el día 12 de diciembre de 2012, por el hono-
rable Representante Hólger Horacio Díaz Hernández, 
en la Secretaría General de la Cámara de Represen-
tantes. Dicho proyecto de ley, ha tenido el siguiente 
trámite legislativo:

a) Publicación Proyecto de Ley: Gaceta del Con-
greso de la República número 43 de 2013;

b) Enviado a la Comisión Cuarta Constitucional 
Permanente el día 12 de diciembre de 2012 y recibido 
en la misma el día 7 de febrero de 2013, conforme a lo 
establecido en la Ley 3ª de 1992;

c) Mediante O cio CCCP3.4-1949-13 fui designa-
do ponente para primer debate.

Proposición:
Por las consideraciones plasmadas en la presen-

te ponencia, solicito a los miembros de la Comisión 
Cuarta Constitucional Permanente de la honorable 
Cámara de Representantes aprobar en primer debate 
el Proyecto de ley número 228 de 2012 Cámara, por 
la cual la Nación declara patrimonio histórico y cul-
tural de la Nación al municipio de Charalá del depar-
tamento de Santander, exaltando su aporte a la gesta 
libertadora de Colombia.

De los honorables Congresistas,
Cordialmente,

Mario Suárez Flórez,
Representante a la Cámara,

Ponente.
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INFORME DE PONENCIA DE SEGUNDO  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

172 DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual se dictan normas en materia  
de costos nancieros impartidos por las entidades nan-
cieras hacia los usuarios y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., marzo 18 de 2013
AUGUSTO POSADA
Presidente
Cámara de Representantes
Asunto: Informe de ponencia de segundo debate 

del Proyecto de ley número 172 de 2012 Cámara, por 
medio de la cual se dictan normas en materia de cos-
tos nancieros impartidos por las entidades nancie-
ras hacia los usuarios y se dictan otras disposiciones.

De acuerdo a lo establecido por la honorable Mesa 
Directiva y lo contenido en el artículo 150 de la Ley 
5ª de 1992, sometemos a consideración de los hono-
rables Representantes el informe de ponencia de la 
referencia:

1. Exposición de motivos
Los usuarios nancieros se encuentran expuestos a 

grandes cobros por parte de las instituciones bancarias 
como lo son: las cuotas de manejo y mantenimiento, 
transacciones por medio de ventanilla y/o cajeros au-
tomáticos o simples movimientos dentro del mismo 
sistema bancario. Además de esto, se exige a la pobla-
ción un monto mínimo de apertura y saldo dentro de 
las cuentas de ahorro; sin contar con los impedimentos 
transaccionales o valores de retiro permitidos por los 
bancos.

Por otro lado, las entidades bancarias facultadas 
para ofrecer este tipo de producto (cuenta de ahorro) 
no siempre reconocen a los usuarios una rentabilidad 
mínima positiva dentro de esta, hecho que ha eviden-
ciado el poco control que existe sobre el sistema nan-
ciero al permitir que estos puedan cobrar de manera 
indiscriminada a la población altas tarifas por el ma-
nejo de su propio dinero.

A raíz de esto y con el n de guiar al país a mejores 
condiciones dentro del sistema bancario y así obtener 
mayor bienestar para la población y un mejor posicio-
namiento de este a nivel internacional, se realiza esta 
iniciativa; en la cual se pretende desmontar los cobros 
transaccionales y/o costos nancieros a las cuentas de 
ahorros para personas cuyos ingresos sean inferiores 
o iguales a dos salarios mínimos legales vigentes (2 
smmlv), cabe destacar que esta exención de pagos 
solo podrá ser llevada a cabo a una cuenta de ahorros 
por persona.

2. Justi cación
El sistema nanciero desempeña un papel fun-

damental en la economía, puesto que es catalogado 
como un medio de pagos y ahorro. De esta manera se 
convierte en un factor determinante dentro del desa-
rrollo económico del país. Es por esto que la inclusión 
al sistema nanciero de grupos sociales de bajos re-
cursos y/o trabajadores independientes resulta de gran 
importancia para el país, buscando de esta manera un 
mayor desarrollo y fortalecimiento del mismo. Lo que 
contribuiría con disminución de la pobreza y mejora 
en la desigualdad de la población.

En Colombia se han realizado importantes esfuer-
zos dirigidos a entender y resolver la falta de acceso a 

servicios nancieros por parte de población excluida. 
Como resultado de esto y según cifras presentadas por 
Asobancaria para 2011 el nivel de bancarización (nú-
mero de personas que cuentan con al menos un pro-
ducto nanciero sobre el total de población), ascendió 
a 64,6%, donde la cuenta de ahorros es el principal 
producto de vinculación al sistema nanciero cre-
ciendo un 6% respecto a 2010. Las cifras expuestas 
anteriormente, muestran que la población utiliza los 
servicios nancieros más no indica que Colombia se 
encuentre dentro de los países con mayor inclusión -
nanciera, por el contrario esta se encuentra por debajo 
de países latinoamericanos como lo son: Brasil, Vene-
zuela, Uruguay, Ecuador y Panamá.

Es por esto que el Proyecto de ley número 172 de 
2012 Cámara, busca llevar a cabo la exención de pa-
gos por costos nancieros, a las personas que deven-
guen hasta dos salarios mínimos mensuales legales 
vigentes (2 smmlv). Esto con el n de promover el 
acceso y uso de instrumentos de ahorro por parte de la 
población de escasos recursos y/o que hagan parte de 
del sector informal de la economía. Lo que se tradu-
ciría a un mayor nivel de bancarización en Colombia.

3. Antecedentes legislativos
Proyecto de ley número 091 de 2010 Cámara, 

por la cual se dictan normas en materia de costos de 
los servicios que prestan las entidades nancieras y se 
dictan otras disposiciones1.

Autor: honorable Representante David Barguil As-
sís, Comisión Tercera.

Este proyecto de ley radicado el 10 de septiembre 
de 2010 y que fue sometido a consideración de los 
honorables Representantes de la Comisión Tercera, 
consta de cuatro artículos, en lo que se dictan normas 
adicionales al numeral 3 del artículo 326 del Estatuto 
Orgánico del Sistema Financiero lo cual busca esta-
blecer tarifas jas en las que se cobre por concepto de 
transacciones y consultas por medio de cajeros auto-
máticos, internet, telefonía móvil y audio respuesta.

De igual forma busca que la Superintendencia Fi-
nanciera establezca un monto máximo hasta el cual 
puede aplicar la tarifa diferencial, en el valor de las 
transacciones, con el n de que las entidades nan-
cieras vigiladas por este organismo realicen cuadros 
informáticos en los que se jen los costos por utiliza-
ción de estos servicios, el cual debe constar de manera 
permanente en la página web de las entidades y debe 
ser remitida a la Confederación Colombiana de Con-
sumidores.

Proyecto de ley número 132 de 2011 Cámara, 
por medio de la cual se regulan los gastos por con-
cepto de gestiones prejurídicas, cobros extra proceso 
o cobro persuasivo para los créditos ordinarios, mi-
crocréditos y créditos de consumo.

Autor: honorable Representante Orlando Alfonso 
Clavijo Clavijo.

Este proyecto de ley tiene como objetivo princi-
pal que las entidades nancieras asuman los costos de 
las llamadas telefónicas en las cuales se les recuerda a 
los deudores sobre las fechas en que se ha registrado 
una mora y las implicaciones que este comportamien-
to tiene para quienes se encuentren en tal situación. 
“La reforma del artículo 1629 del Código Civil y la 

1 Ponencia primer debate. Gaceta del Congreso número 
802 de 2010, 815 de 2010.
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adición del literal v) del artículo 7° de la Ley 1328 de 
2009 se constituirá en un alivio para los consumido-
res nancieros en Colombia, muchos de los cuales por 
haber presentado una pequeña mora en el pago de sus 
obligaciones crediticias, son castigados con el cobro 
de gastos prejurídicos o extraprocesales o persuasivos, 
hechos a gran escala por algunos call center, situación 
que hace aún más gravosa su situación económica”2.

Por último existe actualmente, el Proyecto de ley 
número 172 de 2012, por medio de la cual se dictan 
normas en materia de costos nancieros impartidos 
por la entidades nancieras hacia los usuarios y se 
dictan otras disposiciones el cual fue presentado  
por los honorables Representantes Hernando José 
Padaui, David Barguil Assís, y Fabio Raúl Amín  
Saleme.

4. Marco Jurídico
El marco normativo sobre las tarifas nancie-

ras que rigen el sistema nanciero colombiano se 
remontan al Decreto número 1988 de 1966, el cual 
autorizó a la Asociación Bancaria de Colombia para 
uni car las tarifas de las comisiones por los servicios 

nancieros y a su vez facultaba a la Superintendencia 
Bancaria para que aprobara dichas tarifas y vigilara 
el cumplimiento de las diferentes entidades suscri-
tas a esta. Dicho Decreto fue declarado inexequible 
por la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 2 
de mayo de 1968 con ponencia del doctor Guillermo 
Ospina Fernández, puesto que no existe ley alguna 
que autorice al Gobierno o a la Superintendencia 
Bancaria para jar tarifas por los servicios que pres-
tan; dado este panorama las entidades nancieras 
poseen libertad para jar tarifas transaccionales y el 
cobro de las mismas a sus usuarios. En la actualidad 
no existe una modi cación al ordenamiento jurídico 
en este sentido.

El Congreso de la República introdujo la Ley 
1328 de 2009, bajo el título del Régimen de Protec-
ción al Consumidor Financiero, esto con el n que 
la información debía desarrollarse como principio 
orientador de la defensa del consumidor nanciero. 
Cabe resaltar que esta no otorgó ninguna competen-
cia a la Superintendencia Financiera para la vigilan-
cia y control sobre las tarifas nancieras cobradas 
a los usuarios, por lo que en la actualidad se sigue 
viendo cómo los bancos determinan los precios de 
estos cobros, sin reconocer que gran parte de la po-
blación colombiana tiene ingresos bajos, con los cua-
les debe cubrir las necesidades básicas de ellos mis-
mos y sus familias. El presente proyecto busca que 
se reconozca que la población con menos recursos y 
más necesidades tiene derecho a disfrutar de bene -
cios nancieros, que les permita mejorar su calidad 
de vida; esto por medio de la eliminación de las tari-
fas transaccionales a las personas con ingresos bajos, 
entiéndase ingresos bajos a quienes devenguen en un 
empleo formal hasta dos salarios mínimos legales vi-
gentes y esto pueda ser comprobable mediante la ley, 
de no ser así se entenderá como delito.

Este proyecto no dejara de lado los propósitos de 
la Ley 1328 de 2009, sólo pretende que se mejore la 
protección al usuario nanciero mediante el recono-
cimiento del nivel económico de los individuos.

2 Gaceta del Congreso números 49 de 2012, 273 de 2012.

Leyes y decretos relacionadas a los costos nan-
cieros

• Ley 1328 de 2009 (julio 15)3, tiene por objeto 
establecer los principios y reglas que rigen la protec-
ción de los consumidores nancieros en las relaciones 
entre estos y las entidades vigiladas por la Superinten-
dencia Financiera de Colombia, sin perjuicio de otras 
disposiciones que contemplen medidas e instrumentos 
especiales de protección.

1. Procurar la educación de los consumidores.
2. Políticas, procedimientos y controles para la 

protección.
3. Mecanismos de Suministro de Información al 

Consumidor.
4. Análisis de Quejas y Reclamaciones: Enriquecer 

la gestión de Protección y adoptar correctivos.
• Ley 45 de 1990, se establece la prohibición de 

todos aquellos acuerdos, convenios, prácticas o cual-
quier otra medida que busque restringir la libre com-
petencia en el sistema nanciero y asegurador en Co-
lombia.

• Ley 35 de 1993, de ne los parámetros para la in-
tervención del Gobierno Nacional en las actividades 

nanciera, bursátil y aseguradora, con sus respectivos 
decretos reglamentarios.

• Decreto número 663 de 1993, por el cual se ac-
tualiza el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

• Ley 510 de 1999, en la que se dictan disposicio-
nes sobre el sistema nanciero y asegurador, el merca-
do público de valores.

• Ley 795 de 2003, en la que se ajustan normas del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

• Ley 964 de 2005, enuncia criterios a los que debe 
sujetarse el Gobierno Nacional para regular las activida-
des de manejo, aprovechamiento e inversión de recursos 
captados del público que se efectúen mediante valores.

• La Ley 1328 de 2009, normas en materia nan-
ciera, de seguros, del mercado de valores.

• Decreto número 2555 de 2010, decreto único en 
el que se recogen y reexpiden las normas en materia del 
sector nanciero, asegurador y del mercado de valores.

5. PLIEGO DE MODIFICACIONES

TEXTO DEL PROYECTO TEXTO PROPUESTO PARA 
PRIMER DEBATE

Artículo 3°. Beneficiarios. Para 
efectos de la presente ley, son bene-

ciarios los asalariados e indepen-
dientes que manejen en sus cuentas 
de ahorro un promedio mensual de 
ingresos inferior o igual a dos salarios 
mínimos mensuales legales vigentes 
(2 smmlv).

Artículo 3°. Bene ciarios. Para efec-
tos de la presente ley, son bene cia-
rios los asalariados e independientes 
que manejen en sus cuentas de ahorro 
un promedio mensual de ingresos 
hasta dos salarios mínimos men-
suales legales vigentes (2 smmlv).

5. Proposición
De acuerdo a las consideraciones presentadas en 

la ponencia de la referencia, rindo informe favorable 
para segundo debate ante Cámara de Representantes, 
del Proyecto de ley número 172 de 2012, por medio 
de la cual se dictan normas en materia de costos -
nancieros impartidos por las entidades nancieras 
hacia los usuarios y se dictan otras disposiciones, por 

3 Secretaria del Senado.
 http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/

ley/2009/ley_1328_2009.html.
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lo tanto solicitamos respetuosamente a los honorables 
Representantes a la Cámara, proceder a su discusión 
y aprobación.

Hernando José Padaui, David Barguil Assís, Fa-
bio Raúl Amín, Libardo Taborda Castro, Jaime Rodrí-
guez Contreras, honorables Representantes.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO  
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

172 DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual se dictan normas en materia  
de costos transaccionales y bene cios nancieros  

a los usuarios y se dictan otras disposiciones.
Artículo 1º. Finalidad. La presente ley establece 

un mecanismo en materia de costos nancieros y tran-
saccionales impartidos por las entidades nancieras 
hacia los usuarios, busca promover al acceso y el uso 
de instrumentos de ahorro por parte de la población de 
escasos recursos para fortalecer la inclusión de un sec-
tor de la población en los sistemas formales del sector 

nanciero.
Artículo 2º. De niciones. Para efectos de la pre-

sente ley, se consagran las mismas de niciones que 
establece el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Artículo 3°. Bene ciarios. Para efectos de la pre-
sente ley, son bene ciarios los asalariados e indepen-
dientes que manejen en sus cuentas de ahorro un pro-
medio mensual de ingresos hasta dos salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (2 smmlv).

Artículo 4°. A partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, todas las e13ntidades del sistema nan-
ciero deberán desmontar todos los cobros transaccio-
nales y/o costos nancieros en las cuentas de ahorros 
para los usuarios de que trata el artículo 3° de la pre-
sente ley.

Artículo 5º. Los usuarios de las entidades nancie-
ras podrán disponer de todo el dinero depositado en la 
cuenta de ahorros sin tener la obligación de mantener 
un saldo mínimo en la cuenta de ahorros de la entidad 

nanciera, para lo cual los montos en los cajeros elec-
trónicos deberán permitir el retiro completo del dinero 
en múltiples transacciones diarias.

Parágrafo. En ningún caso para la apertura de 
cuentas de ahorro para los usuarios de que trata el 
artículo 3º de la presente ley, se exigirá un monto o 
depósito mínimo inicial por parte de las entidades -
nancieras.

Artículo 6°. Cuando una cuenta de ahorros se en-
cuentre inactiva por un periodo superior a sesenta (60) 
días la entidad nanciera solo podrá cobrar costos 

nancieros y/o transaccionales por los primeros dos 
meses. En ningún caso diferente podrá hacer cobros 
retroactivos cuando el titular de la cuenta haga nuevos 
depósitos o movimientos que cambien la condición de 
inactividad de la misma.

Artículo 7º. Las entidades nancieras facultadas 
para ofrecer productos de cuenta de ahorros en el sis-
tema nanciero deberán informar a los usuarios de 
manera oportuna y clara el bene cio que otorga la 
presente ley y su alcance. El Gobierno Nacional regla-
mentará la materia.

Artículo 8º. Las entidades nancieras están en la 
obligación de reconocer a los usuarios una rentabili-
dad mínima positiva en las cuentas de ahorros, a las 
que se re ere la presente ley.

Artículo 9º. La presente ley rige a partir de la pro-
mulgación y deroga las disposiciones que le sean con-
trarios.

Hernando José Padaui, David Barguil Assís, Fa-
bio Raúl Amín, Libardo Taborda Castro, Jaime Rodrí-
guez Contreras, honorables Representantes.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN TERCERA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
(Asuntos Económicos)

Bogotá, D. C., 20 de marzo de 2013
En la fecha se recibió en esta Secretaría la ponen-

cia para segundo debate del Proyecto de ley número 
172 de 2012 Cámara, por medio de la cual se dictan 
normas en materia de costos nancieros impartidos 
por las entidades nancieras hacia los usuarios y se 
dictan otras disposiciones, y se remite a la Secretaría 
General de la Corporación para su respectiva publica-
ción en la Gaceta del Congreso, tal y como lo ordena 
el artículo 156 de la Ley 5ª de 1992.

La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Barrera.

Bogotá, D. C., 20 de marzo de 2013
De conformidad con el artículo 165 de la Ley 5ª 

de 1992. “Reglamento del Congreso” autorizamos el 
presente informe.

El Presidente,
Hernando José Padaui Álvarez.

La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Barrera.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 
POR LA COMISIÓN TERCERA CONSTITU-
CIONAL PERMANENTE DE LA HONORABLE 
CÁMARA DE REPRESENTANTES, EN SESIÓN 
ORDINARIA DEL DÍA MIÉRCOLES CINCO (5) 
DE DICIEMBRE DE 2012, AL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 172 DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual se dictan normas en materia  
de costos transaccionales y bene cios nancieros  

a los usuarios y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Finalidad. La presente ley establece un 

mecanismo en materia de costos nancieros y transac-
cionales impartidos por las entidades nancieras hacia 
los usuarios, busca promover al acceso y el uso de ins-
trumentos de ahorro por parte de la población de escasos 
recursos para fortalecer la inclusión de un sector de la 
población en los sistemas formales del sector nanciero.

Artículo 2º. De niciones. Para efectos de la pre-
sente ley, se consagran las mismas de niciones que 
establece el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

Artículo 3°. Bene ciarios. Para efectos de la pre-
sente ley, son bene ciarios los asalariados e indepen-
dientes que manejen en sus cuentas de ahorro un pro-
medio mensual de ingresos hasta dos salarios mínimos 
mensuales legales vigentes (2 smmlv).

Artículo 4°. A partir de la entrada en vigencia de la 
presente ley, todas las entidades del sistema nancie-
ro deberán desmontar todos los cobros transaccionales 
y/o costos nancieros en las cuentas de ahorros para los 
usuarios de que trata el artículo 3° de la presente ley.
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Artículo 5º. Los usuarios de las entidades nancie-
ras podrán disponer de todo el dinero depositado en la 
cuenta de ahorros sin tener la obligación de mantener 
un saldo mínimo en la cuenta de ahorros de la entidad 

nanciera, para lo cual los montos en los cajeros elec-
trónicos deberán permitir el retiro completo del dinero 
en múltiples transacciones diarias.

Parágrafo. En ningún caso para la apertura de 
cuentas de ahorro para los usuarios de que trata el 
artículo 3º de la presente ley, se exigirá un monto o 
depósito mínimo inicial por parte de las entidades -
nancieras.

Artículo 6°. Cuando una cuenta de ahorros se en-
cuentre inactiva por un periodo superior a sesenta (60) 
días la entidad nanciera solo podrá cobrar costos 

nancieros y/o transaccionales por los primeros dos 
meses. En ningún caso diferente podrá hacer cobros 
retroactivos cuando el titular de la cuenta haga nuevos 
depósitos o movimientos que cambien la condición de 
inactividad de la misma.

Artículo 7º. Las entidades nancieras facultadas 
para ofrecer productos de cuenta de ahorros en el sis-
tema nanciero deberán informar a los usuarios de 
manera oportuna y clara el bene cio que otorga la 
presente ley y su alcance. El Gobierno Nacional regla-
mentará la materia.

Artículo 8º. Las entidades nancieras están en la 
obligación de reconocer a los usuarios una rentabili-
dad mínima positiva en las cuentas de ahorros, a las 
que se re ere la presente ley.

Artículo 9º. La presente ley rige a partir de la pro-
mulgación y deroga las disposiciones que le sean con-
trarios.

CÁMARA DE REPRESENTANTES
COMISIÓN TERCERA  

CONSTITUCIONAL PERMANENTE
(Asuntos Económicos)

Diciembre cinco (5) de dos mil doce (2012)
En sesión de la fecha fue aprobada en primer de-

bate y en los términos anteriores, el Proyecto de ley 
número 172 de 2012 Cámara, por medio de la cual se 
dictan normas en materia de costos nancieros im-
partidos por las entidades nancieras hacia los usua-
rios y se dictan otras disposiciones, previo anuncio de 
su votación en sesión ordinaria realizada el día cuatro 
(4) de diciembre de dos mil doce (2012), en cumpli-
miento del artículo 8° del Acto Legislativo número 01 
de 2003.

Lo anterior con el n de que el citado proyecto siga 
su curso legal en segundo debate en la Plenaria de la 
Cámara de Representantes.

El Presidente,
Hernando José Padaui Álvarez.

La Secretaria General,
Elizabeth Martínez Barrera.

C A R T A S   D E   C O M E N T A R I O S
CARTA DE COMENTARIOS DEL MINISTERIO 
DE AGRICULTURA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 066 DE 2012 CÁMARA
por medio de la cual se establecen lineamientos de po-
lítica para garantizar el derecho a la alimentación y 
a no padecer hambre de la población en situación de 
vulnerabilidad y fragilidad social, se modi can los ar-
tículos 15, 16 y 17 de la Ley 1355 de 2009 y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá,
Doctor
JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO
Secretario General
Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Asunto: Concepto del proyecto de ley número 

066 de 2012 Cámara.
Respetado doctor Mantilla: 
De manera atenta, le envío el concepto jurídico 

y técnico emitido por el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural sobre el Proyecto de ley número 
066 de 2012 Cámara, por medio de la cual se es-
tablecen lineamientos de política para garantizar 
el derecho a la alimentación y a no padecer ham-
bre de la población en situación de vulnerabilidad 
y fragilidad social, se modifican los artículos 15, 
16 y 17 de la Ley 1355 de 2009 y se dictan otras 
disposiciones.

Ponentes honorables Representantes Jose Bernardo 
Flórez, Carlos Ávila Durán y Diela Liliana Benavides. 

Cordialmente, 
Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, 

Juan Camilo Restrepo Salazar. 
Concepto sobre el Proyecto de ley número 066  

de 2012, sobre lineamientos de política  
para garantizar el derecho a la alimentación  

y a no padecer hambre 
Análisis Constitucional y Legal 
El derecho a la alimentación ha sido incorporado 

en diferentes instrumentos internacionales adopta-
dos por un gran número de Estados, algunos con 
fuerza vinculante para quienes se adhieren a ellos, 
y otros esbozando políticas que posteriormente son 
utilizadas como marco normativo del Estado. Tal es 
el caso de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, que en el artículo 25 consagra “Toda per-
sona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que 
le asegure, así como a su familia, la salud y el bien-
estar, y en especial la alimentación (...)”. (Negri-
lla fuera del texto original). Otro ejemplo de ello, 
es el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, ratificado por Colombia en 
1969, que establece en el artículo 11, el reconoci-
miento de toda persona a un nivel de vida adecua-
do, incluso a la alimentación, y reconoce el dere-
cho fundamental de toda persona a estar protegida 
contra el hambre. 

Por otra parte, la Constitución Política de Colom-
bia, ha reconocido el derecho a la alimentación y lo ha 
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incluido dentro de la categoría de Derechos Sociales, 
Económicos y Culturales, tal como lo indican los artí-
culos que relaciono a continuación: 

“Artículo 43. La mujer y el hombre tienen iguales 
derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser so-
metida a ninguna clase de discriminación. Durante el 
embarazo y después del parto gozará de especial asis-
tencia y protección del Estado, y recibirá de este sub-
sidio alimentario si entonces estuviere desempleada 
o desamparada. 

El Estado apoyará de manera especial a la mujer 
cabeza de familia.” (Negrilla fuera del texto original). 

“Artículo 44. Son derechos fundamentales de los 
niños: la vida, la integridad física, la salud y la segu-
ridad social, la alimentación equilibrada, su nombre 
y nacionalidad, tener una familia y no ser separados 
de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, 
la recreación y la libre expresión de su opinión. (Ne-
grilla fuera del texto original).

(...)” 
“Artículo 46. El Estado, la sociedad y la familia 

concurrirán para la protección y la asistencia de las 
personas de la tercera edad y promoverán su integra-
ción a la vida activa y comunitaria. 

El Estado les garantizará los servicios de la segu-
ridad social integral y el subsidio alimentario en caso 
de indigencia. 

Acorde con lo anterior, la legislación colombiana 
ha reconocido el derecho a la alimentación, en algunos 
casos de manera expresa, y en otros, como un derecho 
que se encuentra inmerso en la atención integral para 
personas que se encuentran en condición de vulnera-
bilidad. A continuación relaciono sólo algunos casos: 

- Ley 1232 de 2008, por la cual se modi ca la Ley 
82 de 1993, Ley Mujer Cabeza de Familia y se dictan 
otras disposiciones.

- Ley 1295 de 2009, por la cual se reglamenta la 
atención integral de los niños y las niñas de la prime-
ra infancia de los sectores clasi cados como 1, 2 y 3 
del Sisbén. 

- Ley 1276 de 2009, a través de la cual se modi ca 
la Ley 687 del 15 de agosto de 2001 y se establecen 
nuevos criterios de atención integral del adulto mayor 
en los centros vida. 

- Ley 1448 de 2011, por la cual se dictan medi-
das de atención, asistencia y reparación integral a 
las v ctimas del con icto armado interno y se dictan 
otras disposiciones. 

- Ley 1523 de 2012, por la cual se adopta la po-
lítica nacional de gestión del riesgo de desastres y se 
establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo 
de Desastres y se dictan otras disposiciones.

Comentario. Como se puede ver, existe un cuerpo 
normativo que protege el derecho a la alimentación y 
está focalizado en los sujetos titulares que contempla 
el proyecto de ley y por ende, se sugiere revisar la con-
veniencia de legislar sobre derechos que ya se encuen-
tran protegidos. Se debe aprovechar la normatividad 
existente, para aunar esfuerzos en la implementación 
y ejecución de las políticas ya existentes. 

Aspectos Generales del proyecto de ley 
En cuanto a la modi cación de la Ley 1355 de 

2009, por medio de la cual se de ne la obesidad y las 
enfermedades crónicas no transmisibles asociadas a 

esta como una prioridad de salud pública y se adop-
tan medidas para su control, atención y prevención, 
este Ministerio ha participado en mesas de trabajo con 
representantes de las Direcciones Técnicas y Jurídicas 
de las Entidades que integran la CISAN, inicialmente 
para reglamentar los artículos 15, 16 y 17 de la mis-
ma, pero tras analizar los puntos a reglamentar y lo 
estipulado en el Decreto número 2055 de 2009, por 
el cual se crea la Comisión Intersectorial de Seguri-
dad Alimentaria y Nutricional, CISAN, se decidió por 
parte de las entidades, modi car dicho decreto, cuyo 
proyecto de modi cación ha sido socializado al inte-
rior de la Comisión Intersectorial de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional. 

De igual forma, a pesar de que en la exposición 
de motivos del proyecto de ley, se plantean cambios 
institucionales requeridos en la política de seguridad 
alimentaria, así como problemas en la de nición de 
responsabilidad de la entidades que integran la CI-
SAN, en los artículos a ser modi cados, no encontra-
mos cambios sustanciales que ameriten dicha modi -
cación, que no puedan ser contemplados en el proyec-
to de decreto que plantea la modi cación al Decreto 
número 2055 de 2009. De igual forma, al realizar una 
comparación entre la Ley 1355 de 2009 y el proyecto 
de ley que se discute en la Plenaria de la Cámara, la 
variación del contenido entre uno y otro no es mayor. 

Por último, dentro de las acciones que se pretenden 
ejecutar al tenor del proyecto de ley, recomendamos 
contar con un soporte técnico y nanciero que con-
temple el impacto presupuestal que dichas operacio-
nes puedan implicar para el Presupuesto General de la 
Nación. Se sugiere contar con el acompañamiento del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público porque la 
mayoría de propuestas del proyecto de ley genera una 
necesidad de contar con recursos por el impacto scal 
de las propuestas. 

Concepto Técnico del proyecto de ley 
El objeto del proyecto de ley es establecer los li-

neamientos de política para garantizar el derecho a la 
alimentación y a no padecer hambre de todos los ciu-
dadanos y ciudadanas en situación de vulnerabilidad y 
fragilidad social, y adecuar los desarrollos institucio-
nales necesarios para la política de seguridad alimen-
taria y nutricional. 

Existe una Política Nacional de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional (PSAN), consolidada bajo el 
Conpes 113 del 31 de marzo de 2008, la cual por ser 
una política social, contempla especialmente a la po-
blación vulnerable y en riesgo, por tanto se sugiere 
que sea la base para establecer los lineamientos de 
política que se plantean en el proyecto de ley objeto 
de discusión. Igualmente, el Ministerio de Agricultura 
y Desarrollo Rural considera que se deben incorporar 
los conceptos allí contemplados en esta iniciativa de 
origen parlamentario, así: 

Artículo 4°. Atributos del Derecho a la Alimen-
tación. 

a. Acceso. Debe considerarse el concepto del Con-
pes: 

“Posibilidad de todas las personas de alcanzar 
una alimentación adecuada y sostenible. Se re ere a 
los alimentos que puede obtener o comprar una fami-
lia, una comunidad o un país”. 
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b. Disponibilidad. Debe considerarse el concepto 
del Conpes: 

“Es la cantidad de alimentos con que se cuenta a 
nivel nacional, regional y local. Está relacionada con 
el suministro su ciente de estos frente a los requeri-
mientos de la población y depende fundamentalmente 
de la producción y la importación”. 

c. Calidad. Se sugiere se contemple el concepto de 
calidad e inocuidad de alimentos, según lo establecido 
en el Conpes: 

“Conjunto de características de los alimentos que 
garantizan que sean aptos para el consumo humano, 
que exigen el cumplimiento de una serie de condicio-
nes y medidas necesarias durante la cadena agroali-
mentaria hasta el consumo y el aprovechamiento de 
los mismos, asegurando que una vez ingeridos no re-
presenten un riesgo (biológico, físico o químico) que 
menoscabe la salud”.

• Consumo. Adicionar este concepto dentro de 
atributos, de acuerdo al Conpes: 

“Se re ere a los alimentos que comen las personas 
y está relacionado con la selección de los mismos, las 
creencias, las actitudes y las prácticas”. 

Artículo 5°. Deberes del Estado. 
Es pertinente antes de incluir el término “alimen-

tación adecuada”, de nir los conceptos de alimento, 
alimentación y alimentación balanceada. Se presentan 
alternativas de de nición, que deben ser revisadas por 
las entidades competentes en el tema: 

• Alimento. Sustancia sólida o líquida normalmen-
te ingerida por los seres vivos con nes nutricionales, 
con el objeto de regular su metabolismo y mantener 
sus funciones. 

• Alimentación. Proceso mediante el cual los seres 
vivos consumen diferentes tipos de alimentos, con el 
objeto de recibir los nutrientes necesarios para sobre-
vivir. 

• Alimentación balanceada. Es aquella que com-
bina un alimento de cada uno de los grupos básicos 
generadores de nutrientes, en cada tiempo de comida. 

El proyecto de ley en su artículo 5° enuncia que “El 
derecho a la alimentación adecuada comprende cuatro 
dimensiones: la disponibilidad, el acceso, la calidad, 
la aceptabilidad cultural, que se traduce en el consumo 
de alimentos inocuos y adecuados nutricional y cultu-
ralmente, así como el aprovechamiento biológico de 
los mismos.” 

Comentario. 
La disponibilidad, la calidad y la aceptabilidad cul-

tural de los alimentos por sí solos, no garantizan su 
consumo nutricional y culturalmente, y menos que se 
tenga un adecuado aprovechamiento biológico. 

La disponibilidad, el acceso, el consumo, el apro-
vechamiento o utilización biológica y la calidad e 
inocuidad de los alimentos, son contemplados en la 
Política SAN como ejes, cada uno de ellos con sus de-
terminantes, los cuales dan la pauta para su ejecución 
de acuerdo a las competencias y responsabilidades de 
los actores inherentes al tema de seguridad alimentaria 
y nutricional, como garantía de derechos. Lo expuesto 
en el proyecto de ley, ya está formulado. 

Artículo 7°. Enfoque Territorial. 
En este artículo se establece lo siguiente “El Go-

bierno Nacional restituirá el derecho a la alimentación 

en aquellas zonas, territorios y regiones donde se en-
cuentra amenazada la seguridad alimentaria y nutri-
cional, la disponibilidad y el acceso a la totalidad de 
los alimentos esenciales de la canasta básica”. 

Comentario. 
El Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nu-

tricional está formulado y se encuentra en proceso de 
aprobación por parte de la Comisión Intersectorial de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional (CISAN), ins-
tancia de articulación, concertación y seguimiento 
a la ejecución de la Política Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional. Así mismo, la mayoría de 
departamentos cuenta con Planes Departamentales 
formulados. 

Artículo 8°. Acciones. 
Las mencionadas en este artículo corresponden a 

asistencia alimentaria, las cuales no son competencia 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, te-
niendo en cuenta sus funciones y la Ley 101 del 23 de 
diciembre de 1993 Ley General de Desarrollo Agro-
pecuario y Pesquero. 

Artículos 11, 12 y 13. Hacen referencia a los artí-
culos 15, 16 y 17 de la Ley 1355 de 2009. 

El artículo 12 del proyecto de ley, plantea que se 
debe cambiar el artículo 15 de la Ley 1355, en lo re-
ferente al nombre de la Comisión Intersectorial. Cam-
biar el nombre de la CISAN, por el de Comité Nacio-
nal de Seguridad Alimentaria y Nutricional– CONSA, 
dejándolo igual en su función, es decir, se propone 
solo cambiar su nombre. 

Así mismo, se plantea en el artículo 13 que el 
CONSA esté adscrito al Ministerio de Salud y Protec-
ción Social, quien lo presidirá y a la vez que haga las 
veces de Secretaría Técnica. Igualmente se acota que 
esté integrado por funcionarios, sin embargo, al rela-
cionar la lista de integrantes, se denotan son entidades. 

Comentarios. 
• El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

considera que cambiar el nombre de la comisión, no 
genera valor agregado: más que pensar en cambiar el 
nombre de la Comisión, se debe es plantear estrate-
gias, formas de hacer seguimiento y evaluación y me-
dios de control para el cumplimiento en la ejecución 
de la Política de Seguridad Alimentaria y Nutricional, 
que ya está consolidada en el Conpes 113. Creemos 
que el hecho de cambiar un nombre o sigla por otra, 
no es garantía para la implementación de la política. 

Además, la sigla CONSA, ya existe y se re ere 
al Consejo Nacional de Secretarios de Agricultura 
(CONSA), creado mediante la Resolución número 
164 de 2004: esto puede generar confusión. 

• Por la experiencia que se ha tenido en el funcio-
namiento y carga de trabajo de la CISAN, no es con-
veniente que una sola Entidad asuma la Presidencia 
y la Secretaría Técnica: en las diferentes mesas de la 
Comisión, se ha discutido que lo más pertinente es ro-
tar la Secretaría Técnica, ya que esto da más sentido 
de pertenencia y compromiso con la misma. 

• El Conpes 113 de 2008, establece que la Comi-
sión Intersectorial esté presidida de manera rotativa 
por el Ministerio de Salud y Protección Social y el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. De igual 
forma lo establece el Decreto 2055 de 2009 y la Ley 
1355 de 2009, adicionando que sea por periodos de 
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dos (2) años. Si bien todo es posible, mientras se ex-
pide otra nueva ley para derogar lo ya consignado, 
puede pasar un buen tiempo, por tanto, nuevamente 
se sugiere que lo conveniente es revisar las formas de 
hacer seguimiento y control, a cada entidad responsa-
ble de la ejecución de la política SAN, en el marco de 
sus competencias. 

• Referente a las funciones del comité que se pro-
pone en el proyecto de ley, no se encuentran diferen-
cias relevantes, con respecto a las existentes en la Ley 
1355. Incluso, teniendo en cuenta que en esta Ley 1355 
no quedaron contempladas varias de las funciones de 
la CISAN registradas en el Decreto 2055 y ninguna 
función de la Secretaría Técnica, en la Mesa Técnica 
de la CISAN, se proyectó y se tiene listo para rmas la 
modi cación parcial al Decreto número 2055 de 2009, 
en donde además se de nen mecanismos para el fun-
cionamiento de la Comisión Intersectorial de Seguri-
dad Alimentaria y Nutricional. 

El proyecto de ley también menciona en el artículo 
14, un nuevo literal al artículo 17 de la Ley 1355 de 
2009, el nuevo literal c), que establece lo siguiente: 
“Garantizar la asignación presupuestal de los progra-
mas, proyectos y acciones de las entidades respon-
sables del funcionamiento del Sistema Nacional Ali-
mentario”... Este literal es nuevo y no queda claridad 
a qué sistema se re ere. En la Ley 1355 de 2009, no se 
había mencionado esta nueva función. Asumimos que 
se re ere es al Comité Nacional de Seguridad Alimen-
taria y Nutricional. 

Así mismo, en el mismo artículo 14, se establece 
el literal g), se habla de “hacer seguimiento, vigilancia 
y evaluación a las decisiones tomadas en el marco del 
Plan Nacional de Alimentación con enfoque de dere-
chos”. Nuevamente no queda claridad a qué Plan se 
re ere. El Plan que está construido y en proceso de 
aprobación, se denomina Plan Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (PNSAN). 

En el mismo artículo 14, en el literal i), se mencio-
na el Observatorio Nacional de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional (OBSAN); este observatorio ya existe 
en la primera fase y su creación fue apoyada por la 
CISAN, bajo la coordinación del Ministerio de Salud 
y Protección Social. Se requiere un mecanismo para 
su funcionamiento y continuidad. 

Artículo 15. Replica en los Entes Territoriales.
En el artículo 15 del proyecto de ley, se propone 

que se cree CONSA a nivel departamental, municipal 
y distrital para coordinar la implementación de la Po-
lítica y del Plan Nacional de Seguridad y Soberanía 
Alimentaria. 

Comentario: 
A nivel territorial existen los Comités Departamen-

tales de Seguridad Alimentaria y Nutricional, que no 
solo coordinan la implementación de la Política y Plan 
de SAN, sino que coadyuvan y dinamizan la construc-
ción y/o reformulación de planes departamentales y 
municipales. El Ministerio de Agricultura y Desarro-
llo Rural no encuentra cuál sería el valor agregado con 
la creación de los CONSA territoriales. 

De otra parte, tampoco entiende a qué Plan de Se-
guridad y Soberanía Alimentaria hacen referencia, 
este no existe, como se ha mencionado antes. Existe 

es el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nu-
tricional en proceso de aprobación, como una de las 
estrategias para la implementación de la PSAN. 

Artículo 16. Competencia de los Entes Territoriales. 
En el literal a), del artículo 16 del proyecto de ley, 

se menciona que se deberá “Realizar un diagnóstico 
anual participativo sobre la situación de la seguridad 
alimentaria y nutricional en su jurisdicción, determi-
nando las causas estructurales, inmediatas y subyacen-
tes por las cuales no se están garantizando el derecho a 
la alimentación y demás derechos conexos”. 

Comentario. 
Con la competencia asignada estaríamos anticipán-

donos a su incumplimiento, al permitir que a través de 
un diagnóstico se expliquen las causas del mismo. En 
su reemplazo se propone un estudio para veri car el 
porcentaje de cumplimiento en las metas propuestas, 
de conformidad con las propuestas en el Plan Nacio-
nal, Departamentales y Municipales y con las condi-
ciones territoriales. 

El literal b), habla sobre la formulación participa-
tiva de planes territoriales de SAN, aplicando el enfo-
que de derechos con los lineamientos establecidos en 
la ley que se propone. 

Comentario. 
Se reitera que los Planes territoriales ya están for-

mulados, por lo que se sugiere nuevamente crear es 
estrategias para su implementación y seguimiento. 

Literal d), no es claro lo que se quiere decir, la po-
blación a la que se re ere está cargo de quién. Se debe 
aclarar ese literal. 

Artículos 17 y 18. Plan Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional y Objetivos 

Comentarios. 
Se menciona un Sistema que antes no se había 

nombrado “Plan Nacional de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional formulado y diseñado bajo el enfoque 
de derechos”, es importante aclarar a qué sistema se 
re ere porque no se había mencionado en el proyecto 
de ley. 

En el literal c), del artículo 18 se hace referencia 
a la canasta básica; en el marco de la Política SAN, 
se identi có un Grupo de Alimentos Prioritarios para 
Colombia, por tanto se recomienda tenerlo en cuenta, 
para los propósitos de esta ley. 

Artículo 19. Financiación. 
El artículo 19 establece de dónde van a preverse 

los recursos y determina lo siguiente: “Todos los su-
jetos de Derecho Público nacionales que integren el 
CONSA deberán concurrir con sus recursos humanos 
y nancieros ya asignados por ley dentro de sus fun-
ciones Constitucionales y legales normales”. 

Comentario. El Ministerio de Agricultura y De-
sarrollo Rural considera que la implementación de la 
propuesta de este proyecto de ley tiene un claro im-
pacto scal que se debe revisar con detenimiento con 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Igual-
mente encuentra inconveniente que el artículo 19 es-
tablezca que todos los sujetos de derecho público na-
cionales que integren el CONSA deben concurrir con 
recursos tanto humanos como nancieros. Lo anterior 
debe revisarse con cuidado porque la aprobación de 
este artículo conlleva costos que no todos los sujetos 
del CONSA pueden asumir. 
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Conveniencia del proyecto de ley 
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Ru-

ral considera que en términos generales, gran parte 
del contenido expuesto en este proyecto de ley, está 
contemplado en el CONPES 113 del 31 de marzo de 
2008. Política Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional y en la Ley 1355 de octubre 14 de 2009, 
por medio de la cual se de ne la ley de obesidad y las 
enfermedades crónicas no transmisibles asociadas a 
esta, como una prioridad de salud pública y se adop-
tan medidas para su control, atención y prevención, 
por lo que se considera que aprobar una nueva ley no 
es necesario, porque ya existe un desarrollo normativo 
importante y hay avances que se podrían ver afectados 
si se aprueba una nueva iniciativa que nos obligue a 
empezar de cero. 

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
cree que lo que debe existir es una articulación entre 
los avances ya realizados, la normativa existente y se 
debe revisar e incluir, lineamientos que permitan plan-
tear estrategias, formas de hacer seguimiento y eva-
luación y medios de control para el cumplimiento en 
la ejecución de la Política de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional, que ya está consolidada en el Conpes 113 
y de los Planes Nacional y Territoriales de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional existentes. Lo anterior no 
implica la adopción de una nueva ley que modi que 
las políticas ya adoptadas. Se deben buscar otros me-
canismos de seguimiento, control y evaluación para 
fortalecer el Conpes 113. 

Con fortalezas y debilidades, la Política y Planes 
de SAN están formulados e implicó la inversión de 
recursos nancieros, técnicos, logísticos y tiempo en-
tre otros, por tanto se recomienda revisar lo existente, 
ajustar y reformular, para evitar la inversión de nuevos 
recursos y el desgaste institucional e intersectorial que 
esto conlleva, al comenzar de cero. 

La construcción de la Política SAN, demandó un 
periodo de tiempo amplio (aproximadamente cinco 
años) y fue el resultado de un proceso de participa-
ción y concertación entre entidades del nivel nacional, 
departamental y municipal, con organizaciones de la 
sociedad civil, organismos internacionales, gremios y 
la academia entre otros. Se construyó como Política de 
Estado con enfoque de derechos, a partir de talleres re-
gionales, departamentales y municipales, teniendo en 
cuenta las necesidades propias de los territorios. 

Finalmente, el artículo 19 del proyecto de ley hace 
referencia al planteamiento de las fuentes de nancia-
ción para la Política y el Plan, y se determina que la 

nanciación es una obligación exigida en la Ley pro-
puesta. Lo anterior debe ser revisado con detenimien-
to por el impacto y costo scal que implica el proyecto 
de ley que se quiere aprobar. 

Por lo anterior, este Ministerio considera inconve-
niente el Proyecto de ley 066 de 2012, porque desar-
ticula los avances que ya se han hecho en la materia, 
no hay necesidad de una nueva ley cuando ya se ha 
avanzado en una Política SAN que ha tenido la par-
ticipación de múltiples sectores y nalmente porque 
esta nueva iniciativa conlleva un costo importante 
para su nanciación, donde el propio artículo 19 esta-
blece que es obligatorio, lo cual implica un costo scal 
importante para el país. 

Se debe aprovechar la normatividad existente, para 
aunar esfuerzos en la implementación y ejecución de 

las políticas ya existentes. No encontramos cambios 
sustanciales que ameriten dicha modi cación median-
te esta iniciativa, que no puedan ser contemplados en 
el proyecto de Decreto que plantea la modi cación al 
Decreto número 2055 de 2009. 

* * *
CARTA DE COMENTARIOS DE LA ANDI   

AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 184  
DE 2012 CÁMARA

por la cual se modi ca el contrato  
de aprendizaje.

La Asociación Nacional de Empresarios de Colom-
bia, ANDI, inspirada en el bien común, en la democra-
cia participativa y en la búsqueda del mayor desarro-
llo y bene cio social para los colombianos, se permite 
presentar sus opiniones con respecto al Proyecto de 
ley 184 Cámara de 2012, que presenta unas modi -
caciones a la regulación del contrato de aprendizaje. 

Si bien es cierto que la ANDI comparte los linea-
mientos y las políticas dirigidas hacia la mejora de los 
estándares de educación y el fomento de la capacidad 
de adaptación de los nuevos profesionales, técnicos y 
tecnólogos a los mercados de trabajo, quisiéramos sin 
embargo, manifestar a continuación, algunas preocu-
paciones sobre la propuesta presentada. 

En relación con el artículo 2° del proyecto de ley 
ue modi ca la naturaleza del contrato de apren-

dizaje: 
La ANDI considera que debe transcribirse textual-

mente la parte del artículo 30 de la Ley 789 de 2002 
que de ne la naturaleza y características del aprendi-
zaje. Esto en razón de que frente a este tema, la Corte 
Constitucional se pronunció en reiteradas ocasiones 
declarando la exequibiliad de la norma, y precisando 
la especialidad del contrato de aprendizaje frente a los 
contratos laborales. 

Habida cuenta de la importancia de la seguridad 
jurídica, no solo desde el punto de vista del sistema 
normativo, sino también desde el punto de vista de la 
con anza inversionista, proponemos modi car el ar-
tículo 2° del proyecto de ley sobre la naturaleza del 
contrato de aprendizaje, transcribiendo el artículo 30 
de la Ley 789 de 2002 así: 

“Artículo 2°. Naturaleza del contrato de apren-
dizaje. 

El contrato de aprendizaje es una forma especial 
dentro del Derecho Laboral, mediante la cual una 
persona natural desarrolla formación teórica-prácti-
ca en una entidad autorizada, a cambio de que una 
empresa patrocinadora proporcione los medios para 
adquirir formación profesional metódica y completa 
requerida en el o cio, actividad u ocupación y esto 
le implique desempeñarse dentro del manejo admi-
nistrativo, operativo, comercial o nanciero propios 
del giro ordinario de las actividades de la empresa, 
por cualquier tiempo determinado no superior a dos 
(2) años, y por esto reciba un apoyo de sostenimiento 
mensual, el cual en ningún caso constituye salario. 

Son elementos particulares y especiales del con-
trato de aprendizaje:

a) La nalidad es la de facilitar la formación de las 
ocupaciones en las que se re ere el presente artículo; 

b) La subordinación está referida exclusivamente a 
las actividades propias del aprendizaje; 
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c) La formación se recibe a título estrictamente 
personal; 

d) El apoyo del sostenimiento mensual tiene como 
n garantizar el proceso de aprendizaje. 

En relación con el artículo 8° del proyecto de ley 
que regularía las ocupaciones objeto del contrato 
de aprendizaje: 

A nuestro juicio, la determinación del Listado Na-
cional de Ocupaciones y O cios debe seguir siendo 
una responsabilidad del Consejo Directivo del SENA 
que de hecho tiene conformación tripartita, y no del 
Ministerio del Trabajo, como se propone. 

Consideramos para esto, que además de un análisis 
de la dinámica de las ocupaciones que incorpore va-
riables donde se re ejen desajustes del mercado, debe 
haber un análisis de la pertinencia en la formación del 
aprendiz. En este sentido, para la ANDI es primordial 
que la formación se programe con base en las necesi-
dades del sector productivo. 

En relación con el artículo 9° del proyecto de 
ley que modi ca la cuota de aprendices en las Em-
presas Privadas y Entidades obligadas a su vincu-
lación: 

Se señala en la ponencia que las empresas que 
cuenten con más de 13 trabajadores estarán obligadas 
a contratar un número de aprendices equivalente al 8% 
de su nómina. Esta disposición nos parece sumamente 
gravosa desde el punto de vista de la empresa, que en 
las condiciones vigentes debe contratar un número de 
aprendices que oscila alrededor del 5% de su nómi-
na. A continuación, ilustramos los mayores costos que 
supondría la implementación de una reforma como la 
propuesta: 
Costos de implementar el aumento a la cuota  
de aprendices propuesto en el artículo 9° del Pro-

yecto de ley número 184 Cámara de 2012
ACTUAL REFORMA DIFERENCIA

Relación Aprendiz/Nómina 5% 8% 3%
Número de contratos de 
Aprendizaje suscritos/año 178.000 284.800* 106.800

Costo Aprendiz/mes 442 mil** 442 mil 0
Costo Seguridad Social de 
Aprendiz/mes 91.372 185.692

94.320Salud 73,687 73.687
Riesgos 17. 685*** 17.685
Pensión 94.320
Costo Aprendiz con SS/mes 533 mil 628 mil 95.000

Costo Aprendiz con SS/año 6.4 millo-
nes

7.5 millones 1.1 millones

Costo Total Aprendices/año 
1.1 billones
(1.139 mil 
millones)

2.1 billones 
(2.136 mil  
millones)

997 mil
millones

*Proyección de aprendices bajo el supuesto de que se mantiene la 
misma proporción entre las cuotas reguladas y los contratos efecti-
vamente realizados. 
**Costo actual del aprendiz bajo el supuesto de que solo se con-
trata en la etapa práctica. Sin embargo, de acuerdo con cifras del 
Ministerio de Trabajo, los empleadores actualmente patrocinan a 
los aprendices 1.2 meses de etapa lectiva y 10.8 meses de la prác-
tica, promedio anual. Con estas cifras, el costo promedio mensual 
de un aprendiz sin contabilizar la seguridad social es de $427 mil. 
*** Valor Riesgo Clase 3 (medio). 
Fuente: Ministerio de Trabajo y cálculos ANDI. 

Un proyecto de ley que le cuesta al sector priva-
do aproximadamente 1 billón de pesos, valor que es 
equivalente a 2.21 puntos porcentuales del recaudo 
por concepto del impuesto de renta, envía un mensaje 
contradictorio al empresariado, en tanto y en cuanto 
se sitúa en franca contradicción con el objetivo perse-
guido por el Gobierno Nacional con la expedición de 
la Reforma Tributaria, reforma que procuró una dis-
minución de los gastos no salariales asociados con la 
nómina, con el objetivo de optimizar las condiciones 
que el país requiere para seguir mejorando sus índices 
de formalidad laboral y promover al sector industrial 
que actualmente atraviesa momentos difíciles. 

De conformidad con la Encuesta de Opinión In-
dustrial Conjunta realizada por la ANDI, al cierre del 
2012 se evidenciaron bajos crecimientos en produc-
ción y ventas, períodos en desaceleración y un clima 
de los negocios que se ha venido deteriorando. 

Asimismo, preocupa el comportamiento del em-
pleo en el sector manufacturero donde ya se detec-
ta una desvinculación de trabajadores. En efecto, de 
acuerdo con los resultados de la Gran Encuesta Inte-
grada de Hogares del DANE, el empleo manufacture-
ro que venía con una buena dinámica desde mediados 
del 2010, a partir de julio de 2012 empieza a registrar 
tasas negativas, observándose una caída de -3.6% en 
el empleo manufacturero en el trimestre octubre-di-
ciembre 2012, comparado con igual lapso de 2011. 

Creemos pues que esta reforma, contribuiría nega-
tivamente a profundizar la difícil coyuntura económi-
ca que está experimentando el país. 

Por lo anterior y en aras de la competitividad em-
presarial, solicitamos que se mantengan los paráme-
tros actuales, es decir, que estén obligadas a tener 
aprendices aquellas empresas que cuenten con más de 
15 trabajadores y que la cuota de aprendizaje no sea el 
8% como se está proponiendo, sino el 5%, tal cual está 
consagrado en la normatividad vigente. 

En relación con el parágrafo del artículo 9° del 
proyecto de ley que permite la exclusión de algu-
nos sectores afectados por circunstancias excep-
cionales: 

Para la ANDI es importante que se tenga en cuenta 
que algunos sectores y subsectores de la economía es-
tán bajo condiciones negativas especiales, como la re-
valuación o la reducción del precio externo. Sectores 
como el oricultor o el ca cultor han manifestado su 
preocupación por la constante tendencia a la baja del 
dólar, lo que se traduce en pérdidas importantes y baja 
producción. Consideramos que imponerles una obli-
gación adicional signi caría incrementar el problema 
de la informalidad de los trabajadores colombianos; 
por ello, solicitamos que el parágrafo tercero de ese 
artículo 9° se modi que así: 

1 En la medida en que el recaudo por impuesto de renta y 
complementarios en el año 2012 fue de 45,729,042 mi-
llones, 997,000 millones (que sería el mayor valor por la 
implementación de esta reforma) equivaldría a 2.2 pun-
tos porcentuales del impuesto de renta.
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Parágrafo 3°. Estarán eximidos de esta obliga-
ción los sectores o subsectores que se encuentren 
afectados por situaciones especiales, como la reva-
luación o la reducción en el precio externo del pro-
ducto exportable. 

Se entenderá que existe una situación especial de-
rivada de la revaluación, cuando el promedio de la 
tasa de cambio del año inmediatamente anterior, cer-
ti cado por el Banco de la República, contado de ene-
ro a diciembre, no supere los dos mil pesos. 

Sin perjuicio de lo establecido en el presente ar-
tículo, cuando existan las condiciones aquí estable-
cidas, se podrá contratar aprendices de manera vo-
luntaria. 

En relación con la posibilidad de implementar 
los convenios de cesión regulado en el parágrafo 
del artículo 14 

La posibilidad de implementar los convenios de 
cesión, con entidades tanto públicas como privadas, 
nos parece de la mayor importancia. Hemos compro-
bado que hay sectores que tienen una necesidad real 
de contratar aprendices, mientras que otros, debido a 
la falta de oferta cali cada o a las especiales caracte-
rísticas de los cargos, no pueden tenerlos. 

Proponemos por tanto la siguiente modi cación al 
parágrafo 1° del artículo 14. 

Parágrafo 1°. Las empresas privadas patrocina-
doras con el n de facilitar la práctica laboral de los 
aprendices, podrán contratar y ceder los aprendices 
a una institución pública o privada para que realicen 
su práctica en funciones relacionadas con el área de 
su programa de formación, debiendo informar pre-
viamente de tal hecho al SENA, quien lo reportará al 
Servicio Público de Empleo. Todas las obligaciones 
recaerán sobre la empresa patrocinadora. 

En relación con el Fondo Emprender 

Desde el punto de vista social, nos preocupa que 
la aprobación del proyecto de ley tal y como está, se 
traduzca en la des nanciación del Fondo Emprender. 
La ANDI considera que este es un instrumento útil 
y quizás uno de los más elaborados que tiene el país 
para fomentar el emprendimiento, el cual con base en 
las lecciones aprendidas, se ha ido adaptando a la rea-
lidad y necesidades colombianas. Resulta pertinente 
por ello antes que nada, hacer una evaluación juiciosa 
de la incidencia que este modelo ha tenido.

En Conclusión.

La ANDI estima que el proyecto de ley debe conti-
nuar su trámite legislativo con los ajustes sustanciales 
propuestos, lo que implica una deliberación detenida 
por parte de los congresistas. 

Cordialmente, 

El Vicepresidente de Asuntos Jurídicos y Sociales, 

Alberto Echavarría Saldarriaga. 

AUMENTO DE APRENDICES  
POR EMPRESA SEGÚN NÚMERO 

 DE EMPLEADOS*
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